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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

octubre de 2024 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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Oficio No. 09086

Quito, D.M., 17 de octubre de 2024

Abogada
Inés Manzano Díaz
MINISTRA DE ENERGÍA Y MINAS (E)
Presente.

De mi consideración:

Mediante memorando No. MEM-MEM-2024-0577-ME, de 26 de septiembre de 2024,
ingresado en el correo institucional de la Procuraduría General del Estado el 27 de septiembre
de 2024, se formuló la siguiente consulta:

“¿El Estado a través del Ministerio de Energía y Minas, puede adjudicar campos
en producción mediante licitación o adjudicación directa a empresas estatales o
subsidiarias de la comunidad internacional de conformidad con lo previsto en los
artículos 2 y 19 de la Ley de Hidrocarburos y artículo 23 de su Reglamento?”.

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

1.1. El informe jurídico No. MEM-COGEJ-2024-0771-ME, de 25 de septiembre de 2024,
suscrito por el Coordinador General Jurídico del Ministerio de Energía y Minas (en adelante,
“MEM”) citó, entre otras normas, los artículos 313, 315, 316, 408 de la Constitución de la
República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 1, 2 y 19 de la Ley de Hidrocarburos2 (en
adelante, “LH”); 17, 23, 26, 28, 29, 30, 31 y 314 del Reglamento Codificado de Aplicación a la
LH3 (en adelante, “RCALH”); y, Sentencias No. 001-12-SIC-CC4 y No. 110-21-IN/22 y
acumulados5, de 5 de enero de 2012 y 28 de octubre de 2022, respectivamente, emitidas por la
Corte Constitucional (en adelante, “CC”); con fundamento en lo que analizó y concluyó:

“3. ANÁLISIS

Conforme lo previsto en el artículo 316 de la Constitución de la República del Ecuador
en armonía con los artículos 2 y 19 de la Ley de Hidrocarburos, y con el artículo 23 del
Reglamento Codificado a la Ley de Hidrocarburos, el Estado se encuentra facultado
para delegar a empresas estatales o subsidiarias de la comunidad internacional, la
exploración y explotación de campos en producción, mediante contratos de
participación, asociación, servicios y otras formas contractuales que establece la ley,
otorgados a través de procesos licitatorios, o en su defecto, adjudicaciones directas.

5http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic5NzZjOWYxNy1
jN2M4LTQzODctOTBhZi1iN2FjNGUzYmExZWIucGRmJ30

4

http://doc.corteconstitucional.gob.ec:8080/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/30308061-c10f-44ca-b2c3-ef542a4aa978/0008-10-I
C-SCC-sent.pdf

3 RCALH, publicado en el Cuarto Suplemento del Registro Oficial No. 446 de 28 de noviembre de 2023.
2 LH, publicado en el Registro Oficial No. 711 de 15 de noviembre de 1978.
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008.
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(…)

Tal como se ha mencionado, la Ley de Hidrocarburos faculta al Estado – cuando la
empresa pública de hidrocarburos no cuente con la capacidad técnica o económica
para el desarrollo de actividades hidrocarburíferas – la delegación a empresas
nacionales o extranjeras de probada experiencia y capacidad técnica y económica
mediante contratos de participación, asociación o de prestación de servicios; o,
mediante otras formas contractuales de delegación vigentes en la legislación
ecuatoriana.

Asimismo, la norma en cuestión admite la posibilidad de delegación a empresas
estatales o subsidiarias de estas, con países que integran la comunidad internacional,
ya sea para exploración o explotación de yacimientos.

Lo mencionado se encuentra reconocido tanto en el artículo 19 de la Ley de
Hidrocarburos, como en el artículo 23 del Reglamento de Hidrocarburos: (…).

Cabe mencionar que para la adjudicación directa o licitación a través de cualquier
modalidad contractual que permita la Ley, la empresa estatal deberá cumplir con uno
de los tres presupuestos que establece el Reglamento para ser considerada como tal
(…).

Finalmente, a manera de corolario, además del reconocimiento constitucional expreso,
el tenor literal del artículo 2 de la Ley de Hidrocarburos abarca la exploración y
explotación de yacimientos y permite la delegación de estas actividades a la iniciativa
privada mediante licitación y a empresas estatales o subsidiarias de estas, con países
que integran la comunidad internacional, con empresas mixtas en las cuales el Estado
tenga mayoría accionaria y los de obras o servicios específicos mediante licitación o
adjudicación directa- siempre que se cumplan los presupuestos establecidos por la Ley
y Reglamento, sin que en ninguna de las modalidades se limite la modalidad
contractual, estableciéndose como forma contractual contratos de asociación, de
participación, de prestación de servicios y otras formas contractuales vigentes (sic).”.

2. Análisis. -

Para atender la consulta se considera en primer lugar que, de acuerdo con los artículos 82 y 226
de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se garantiza a través de la existencia de normas
previas, claras y públicas, aplicadas por las autoridades competentes; y que, por el principio de
legalidad que rige en derecho público, las instituciones del Estado, sus organismos,
dependencias y servidores públicos tienen “el deber de coordinar acciones para el
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la
constitución”.

El numeral 11 del artículo 261 de la CRE establece que el Estado Central tiene competencias
exclusivas sobre “Los recursos energéticos; minerales, hidrocarburos, hídricos, biodiversidad y
recursos forestales”. El inciso primero del artículo 313 ibídem determina que el Estado se
reserva el derecho de “administrar, regular, controlar y gestionar los sectores estratégicos, de
conformidad con los principios de sostenibilidad ambiental, precaución, prevención y
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eficiencia”. El inciso tercero del citado artículo incluye a los recursos naturales no renovables y
al transporte y la refinación de hidrocarburos como sectores estratégicos.

El inciso primero del artículo 2 de la LH dispone que el Estado “explorará y/o explotará” los
yacimientos de hidrocarburos: i) en forma directa, a través de las empresas públicas de
hidrocarburos; y, ii) excepcionalmente, mediante delegación del ejercicio de esas actividades “a
empresas nacionales o extranjeras, o consorcios integrados de ellas, de probada experiencia y
capacidad técnica y económica”, para lo cual establece que “la Secretaría de Hidrocarburos”6
(actual MEM) podrá celebrar contratos a través de las modalidades contractuales para la
exploración y explotación hidrocarburífera o “mediante otras formas contractuales de
delegación vigentes en la legislación ecuatoriana. También se podrá constituir compañías de
economía mixta con empresas nacionales y extranjeras de reconocida competencia legalmente
establecidas en el País”.

El inciso segundo del citado artículo 2 de la LH, respecto de los “contratos de exploración y
explotación de campos marginales”, señala que mediante estos se delega a la contratista “la
facultad de exploración y explotación adicional en los campos de producción marginal
actualmente explotados por PETROPRODUCCIÓN, realizando todas las inversiones
requeridas para la exploración y explotación adicional”.

El inciso tercero ibídem señala, con relación a los campos marginales, que estos serán
calificados así por la ex Secretaría de Hidrocarburos y que la adjudicación de sus contratos
“será realizada por el Comité de Licitaciones previsto en el artículo 19 y mediante concursos
abiertos dando prioridad a la participación de empresas nacionales del sector hidrocarburífero,
por sí solas o asociadas”.

Al respecto, en el inciso cuarto refiere que las adjudicaciones “procurarán tomar en
consideración” tres aspectos descritos en sus letras a, b y c7.

El inciso final del artículo 2 de la LH prevé:

“Las empresas nacionales o extranjeras o de economía mixta que celebren o mantengan
contratos de asociación, de participación, de prestación de servicios para exploración y
explotación de hidrocarburos o mediante otras formas contractuales de delegación
vigentes en la legislación ecuatoriana, establecerán su domicilio tributario en el cantón,
en la región donde se encuentre el campo, la mayor superficie de la suma de ellos en el
caso de empresas con contratos en distintas provincias o el principal proyecto de
exploración o explotación. Esta obligación deberá incluirse en los contratos y no podrá
modificarse sin una autorización expresa de la autoridad nacional que regula y controla
la exploración y explotación hidrocarburífera”.

Es necesario advertir que el artículo 2 de la LH fue modificado por el artículo 131 de la Ley
Orgánica para el Desarrollo Económico y Sostenibilidad Fiscal tras la Pandemia Covid-198 (en
adelante, “LODESF”), expedida en el año 2021, y por efectos de la Sentencia No. 110-21-IN y

8 LODESF, publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 587 de 29 de noviembre de 2021.

7 LH, Art. 2.- (…)
Las adjudicaciones procurarán tomar en consideración:
a) Mayor monto de inversión a realizarse en el área;
b) Garantía de producción mínima, o;
c) Costos de producción”.

6 Mediante Decreto Ejecutivo 399 publicado en el Suplemento del Registro Oficial 255 de 05 de junio de 2018, el Presidente de la
República ordena la fusión por absorción de la Secretaría de Hidrocarburos al entonces Ministerio de Hidrocarburos, actual MEM.
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acumulados9 de 28 de octubre de 2022, emitida por la Corte Constitucional, ese artículo fue
declarado inconstitucional por la forma “con efectos a futuro desde su publicación el Registro
Oficial”10.

Por otra parte, la CC en sentencia No. 42-10-IN/21 y acumulado, de 9 de junio de 202111, al
analizar la constitucionalidad del artículo 2 de la LH, se refirió a los artículos 314, 315 y 316 de
la CRE y a la sentencia No. 001-12-SIC-CC y señaló:

“79. En la referida sentencia, este Organismo enfatizó que la administración, regulación,
control y gestión de los sectores estratégicos y servicios públicos corresponde
‘prioritariamente al Estado’, y que dicha prioridad incluye la potestad del Estado para
‘delegar’ a otras empresas -que no sean las empresas públicas- la participación en
dichos sectores estratégicos y/o en la prestación de los servicios públicos, claro está, que
dicha facultad de delegación tendrá el carácter de excepcional, y como
categóricamente se indica ‘en los casos contemplados en la ley de la materia o sector
pertinente’, reiterándose que en lo atinente a los casos de excepción ‘deberán
ceñirse a lo establecido en la ley correspondiente y a lo regulado por las autoridades
competentes de la Administración Pública o gobierno central, que tengan dicha
atribución legal’. (El resaltado me corresponde)

80. Como se observa, el constituyente por un lado, permite la delegación en la
participación de los sectores estratégicos y/o en la prestación de los servicios públicos a
otras empresas, que no sean públicas, es decir, a la iniciativa privada; facultad que
tendrá el Estado pero de forma excepcional y en los casos que establezca la ley
para cada sector estratégico, como se lo ha hecho en este caso, a través de la Ley de
Hidrocarburos y sus reformas, en la que se ha establecido que para hacer efectiva
dicha delegación, se podrán celebrar contratos de asociación, de participación, de
prestación de servicios para exploración y explotación de hidrocarburos o
mediante otras formas contractuales de delegación vigentes en la legislación
ecuatoriana, o se podrán constituir compañías de economía mixta con empresas
nacionales y extranjeras de reconocida competencia legalmente establecidas en el
país, lo que se hará de acuerdo a las regulaciones que, para cada modalidad
contractual, se encuentren previstas legal y reglamentariamente; de ahí que, el
mismo constituyente ha delegado de forma expresa al legislador, lo atinente a las
regulaciones que deban efectuarse – de acuerdo a la ley- para los casos de
excepción en este tipo de delegación (el resaltado me corresponde).

81. Incluso la actual conformación de este Organismo se ha pronunciado señalando que
‘El Estado al ser el encargado de la gestión de sectores estratégicos es quien tiene la
facultad para autorizar a empresas públicas que presten un servicio público o delegar a
empresas privadas la participación en dichos sectores’; por todo lo dicho, no se observa

11 Sentencia No. 42-10-IN/21 y acumulado de 9 de junio de 2021, dictada por la Corte Constitucional, en los casos No. 42-10-IN y
45-10-IN.

10 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, (en adelante, “LOGJCC”) Art. 95.- Efectos de la sentencia
en el tiempo. - Las sentencias que se dicten en ejercicio del control abstracto de constitucionalidad surten efectos de cosa juzgada y
producen efectos generales hacia el futuro. De manera excepcional se podrán diferir o retrotraer los efectos de las sentencias,
cuando sea indispensable para preservar la fuerza normativa y superioridad jerárquica de las normas constitucionales, la plena
vigencia de los derechos constitucionales, y cuando no afecte la seguridad jurídica y el interés general.
Cuando la declaratoria de inconstitucionalidad de una disposición jurídica produzca un vacío normativo que sea fuente potencial
de vulneración de los derechos constitucionales o produzca graves daños, se podrá postergar los efectos de la declaratoria de
inconstitucionalidad.

9 Sentencia No. 110-21-IN y acumulados, publicada en la Edición Constitucional del Registro Oficial No. 160 de 11 de enero de
2023.
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que los artículos 1 y 2 de la ‘ley impugnada’ sean inconstitucionales al establecer que se
podrá delegar la exploración y explotación de hidrocarburos, su transporte, refinación,
industrialización, almacenamiento y comercialización a la iniciativa privada; debiendo
aclararse además que tampoco esta delegación – por excepción- involucra de
manera alguna transferencia de la propiedad del Estado sobre estos recursos, ni de
las competencias exclusivas que tiene el Estado Central respecto de los
hidrocarburos. Más allá de lo expuesto, se enfatiza nuevamente que el carácter de
la delegación a la iniciativa privada será excepcional, deberá autorizarse
observando los parámetros o criterios que se exijan en la ley para determinar
dicha excepcionalidad, considerando además las particularidades de cada sector
estratégico”. (El resaltado me corresponde)

El artículo 9 de la LH le asigna al ministro sectorial competencia para “formular la política de
hidrocarburos aprobados por el Presidente de la República, así como de la aplicación de la
presente Ley”. El segundo inciso de esa norma prevé que la industria petrolera es “una actividad
altamente especializada”, por lo que será normada por “la Agencia de Regulación y Control”,
en lo concerniente a la “prospección, exploración, explotación, refinación, industrialización,
almacenamiento, transporte y comercialización de los Hidrocarburos y de sus derivados, en el
ámbito de su competencia”. Dicha norma es concordante con los artículos 2 y 3 del RCALH.

Asimismo, el artículo 11 ibídem señala a “la Agencia de Regulación y Control
Hidrocarburífero”, como el organismo técnico administrativo “encargado de regular, controlar
y fiscalizar las actividades técnicas y operacionales en las diferentes fases de la industria
hidrocarburífera”.

La LH, en el Capítulo III denominado “Formas Contractuales”, establece en el inciso primero
de su artículo 1912:

“Art. 19.- La adjudicación de los contratos a los que se refieren los artículos 1, 2 y 3
de esta Ley la efectuará el Ministerio Sectorial mediante licitación, con excepción
de los que se realicen con empresas estatales o subsidiarias de estas, con países que
integran la comunidad internacional, con empresas mixtas en las cuales el Estado
tenga mayoría accionaria y los de obras o servicios específicos. Para las
adjudicaciones, el Ministerio Sectorial conformará un Comité de Licitaciones que se
integrará y funcionará de conformidad con el Reglamento.” (El resaltado me
corresponde)

Del precitado artículo se desprende que la adjudicación de contratos bajo la figura de delegación
le corresponde al Ministerio Sectorial, es decir el MEM, en concordancia con lo señalado en el
literal a. del artículo 6-A ibidem, mediante el cual se establece como atribución de la ex
Secretaría de Hidrocarburos (actual MEM) suscribir, a nombre del Estado ecuatoriano, los
contratos de exploración y explotación, industrialización y transporte, “previa adjudicación por
parte del Ministerio Sectorial”. (El resaltado me corresponde)

Por su parte, el RCALH13, en el Título IV “EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE
HIDROCARBUROS”, en el Capítulo I “EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN”, en su artículo 16

13 CRE, “Art. 147.- Son atribuciones y deberes de la Presidenta o Presidente de la República, además de los que determine la ley:
(…) 3. Definir y dirigir las políticas públicas de la Función Ejecutiva. (…) 13. Expedir los reglamentos necesarios para la
aplicación de las leyes, sin contravenirlas ni alterarlas, así como los que convengan a la buena marcha de la administración”.

12 Artículo sustituido por el artículo 8 de la Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y a la Ley de Régimen Tributario Interno,
contenida en el Decreto Ley publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 244 de 27 de agosto de 2010.
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prevé que, además de que el Estado puede explorar y explotar los yacimientos hidrocarburíferos
de manera directa, el Ministro del ramo “en representación del Estado, de manera excepcional
podrá delegar el ejercicio de estas actividades a empresas nacionales o extranjeras, o
consorcios integrados por ellas, de probada experiencia y capacidad técnica, económica y
financiera”. (El resaltado me corresponde)

El artículo 17 del RCALH, con relación a la delegación a la iniciativa privada, señala que la
misma podrá realizarse en el caso que “las empresas públicas de hidrocarburos ecuatorianas no
cuenten con la capacidad técnica o económica para el desarrollo de las actividades de
exploración y explotación de hidrocarburos, que pueda afectar la sostenibilidad de su
producción y consecuentemente de las finanzas públicas”. Para el efecto, el artículo 18 ibídem
determina:

“Art. 18.- Procesos de licitación: Toda adjudicación de áreas de exploración y
explotación de hidrocarburos y sustancias asociadas estará a cargo del Ministro del
Ramo y será realizada mediante procesos de licitación según la normativa que expida el
COLH para cada proceso, la que en todo caso deberá ajustarse a las disposiciones de
este Reglamento”.

En cuanto a la determinación y asignación de las áreas de operación directa a las empresas
públicas de hidrocarburos ecuatorianas, el artículo 19 ibídem prevé que el MEM la realizará “a
través de una resolución motivada, en la que se establecerá la delimitación del área y demás
condiciones de exploración y explotación”, la misma que podrá ser temporal o definitiva.

El artículo 20 ibídem permite a las empresas públicas de hidrocarburos ecuatorianas “constituir
Consorcios con empresas nacionales o extranjeras, públicas o privadas de reconocido prestigio,
para ejecutar actividades de exploración y explotación de hidrocarburos y sustancias
asociadas”. Al efecto, los artículos 21 y 22 ibídem prevén que corresponde al MEM normar la
participación de las empresas públicas de hidrocarburos ecuatorianas en dichos consorcios, y
que esos consorcios “podrán participar en los procesos de licitación que convoque el Ministerio
del Ramo, para ejecutar actividades de exploración y explotación de hidrocarburos y sustancias
asociadas”. Concluye, además, que “En todos los casos de delegación a los Consorcios, el socio
estratégico de la empresa pública de hidrocarburos ecuatoriana realizará las inversiones de
exploración y explotación a su cuenta y riesgo y se encargará de la operación del campo o
bloque adjudicado”. (El resaltado me corresponde)

En el mismo Título del RCALH, el Capítulo III “EMPRESAS ESTATALES DE LA
COMUNIDAD INTERNACIONAL”, en su artículo 23 establece que, en los casos en que el
MEM determine que “las empresas públicas de hidrocarburos ecuatorianas carecen la
capacidad técnica o económica para el desarrollo de las actividades de exploración y
explotación en una determinada área o bloque” o “establezca motivadamente la conveniencia
de delegación a las empresas estatales o subsidiarias de estas, de los países que integran la
comunidad internacional”, podrá determinar las áreas o bloques y actividades a ser delegadas
“sea en forma directa o en procedimientos de licitación, las que podrán intervenir solas o
asociadas entre empresas estatales, o asociadas con empresas privadas de reconocida
solvencia y capacidad operativa, siempre y cuando la empresa estatal sea titular de al menos
el 51 % de la asociación o consorcio” (el resaltado me corresponde).

El artículo 24 ibídem determina que son consideradas “empresas estatales o subsidiarias de
estas, de los países que integran la comunidad internacional”, las de propiedad total, las que
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cuenten con un capital mayoritario de propiedad y las que se encuentren bajo el control y/o
administración de un Estado que integre la comunidad internacional.

Adicionalmente, el artículo 25 ibídem prevé que “Para la suscripción de los contratos previstos
en los artículos 2 y 3 de la Ley de Hidrocarburos con empresas estatales o subsidiarias de estas,
de los países que integran la comunidad internacional”, el MEM “verificará y calificará la
calidad jurídica de tales empresas estatales o de sus subsidiarias” conforme lo previsto en el
artículo 24 del RACLH. Adicionalmente, considerará “aspectos tales como experiencia en
hidrocarburos, capacidad legal, económica financiera, de seguridad, salud y cuidado del medio
ambiente, principios éticos, de gobierno corporativo, y todos aquellos aspectos también
requeridos para las empresas privadas nacionales o internacionales”.

En este contexto, es importante considerar que el numeral 7 del artículo 3 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional14, en armonía con la regla primera del
artículo 18 del Código Civil15, prevén que: “Cuando el sentido de la ley es claro, no se
desatenderá su tenor literal”. De igual forma, el numeral 5 del artículo 3 de la LOGJCC añade
que las normas jurídicas deben ser entendidas “a partir del contexto general del texto
normativo, para lograr entre todas las disposiciones la debida coexistencia, correspondencia y
armonía”.

De lo expuesto se desprende que: i) el Estado tiene competencia exclusiva sobre los recursos
naturales no renovables y se reserva el derecho de administrar aquellos considerados como
sectores estratégicos; ii) la delegación del desarrollo de las actividades de exploración y
explotación de hidrocarburos a la iniciativa privada es una facultad excepcional que tendrá el
Estado, y deberá sujetarse previamente a un procedimiento licitatorio; iii) el Estado puede
delegar excepcionalmente dicho desarrollo a empresas estatales o sus subsidiarias, de los países
que integran la comunidad internacional, en forma directa o a través del respectivo
procedimiento de licitación y previa adjudicación por parte del MEM; iv) conforme lo previsto
en la LH, la industria petrolera es altamente especializada y comprende, entre otros aspectos, la
exploración y explotación de los yacimientos de hidrocarburos; su rectoría la ejerce el MEM y
es normada, regulada y controlada por la “Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero;
y, v) el RCALH, expedido en el ejercicio de la facultad reglamentaria del Presidente de la
República, en el Título IV “EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE HIDROCARBUROS”, en el
Capítulo III “EMPRESAS ESTATALES DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL”, en sus
artículos 23, 24 y 25, regula la “delegación a las empresas estatales o subsidiarias de estas, de
los países que integran la comunidad internacional”.

3. Pronunciamiento. -

En atención a los términos de la consulta, se concluye que, conforme lo dispuesto en los
numerales 5 y 7 del artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, la regla primera del artículo 18 del Código Civil, y en concordancia con los
artículos 2 y 19 de la Ley de Hidrocarburos, la delegación excepcional para la exploración y
explotación de yacimientos de hidrocarburos a empresas estatales o sus subsidiarias de países
miembros de la comunidad internacional es procedente, siempre y cuando se cumpla
estrictamente con las disposiciones establecidas en los artículos 23, 24 y 25 del Capítulo III

15 Código Civil codificado, codificación No. 2005-010, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de
2005.

14 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.
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“Empresas Estatales de la Comunidad Internacional” del Título IV “Exploración y Explotación
de Hidrocarburos” del Reglamento Codificado de Aplicación de la Ley de Hidrocarburos.

En este sentido, el proceso de adjudicación mediante delegación para el ejercicio de las
actividades de exploración y explotación de yacimientos de hidrocarburos a empresas estatales o
sus subsidiarias, que cuenten con probada experiencia, capacidad técnica y solvencia
económica, debe ser llevado a cabo bajo la responsabilidad exclusiva del Ministerio de Energía
y Minas quién, en su calidad de autoridad rectora de la industria petrolera, garantizará que el
proceso cumpla con los altos estándares de especialización requeridos por el sector y los
intereses nacionales.

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la inteligencia y
aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad
consultante su aplicación a los casos institucionales específicos.

Atentamente,

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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Oficio No. 09179 

 
 
Quito, DM, 24 de octubre de 2024 

 

 

Ingeniero 

Alejandro José Lascano Parra 

DIRECTOR EJECUTIVO 

AGENCIA NACIONAL DE REGULACIÓN Y CONTROL DE TRANSPORTE 

TERRESTRE, TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL 

Presente. 
 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. ANT-ANT-2024-0493-OF, de 6 de agosto de 2024, ingresado en el correo 

institucional de la Procuraduría General del Estado en la misma fecha, se formularon las 

siguientes consultas: 

 

“1. ¿El valor del 1% establecido en el artículo 21 de la Ley Orgánica de Eficiencia 

Energética, debe ser calculado sobre la base del valor de la tasa por matriculación de 

los vehículos particulares de motor de combustión interna normada para este año 

2024, por el Directorio de la Agencia Nacional de Regulación y Control del 

Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, mediante Resolución Nro. 025-DIR-

2023-ANT o sobre el valor total que cancela el usuario en el que se incluyen los 

valores asociados a la matriculación, conforme lo dispuesto en el artículo 104 de la 

Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial? 

 

2. ¿La Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito 

y Seguridad Vial, es competente, para conforme lo establecido en el artículo 21 de la 

Ley Orgánica de Eficiencia Energética realizar la recaudación y administración del 

1% del valor de la matrícula a los propietarios de vehículos particulares de motor de 

combustión interna, considerando que en cumplimiento del artículo 30.3 concordante 

con el artículo 30.5 literal c) de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y 

Seguridad Vial, los Gobiernos Autónomos Descentralizados Metropolitano y 

Municipales asumieron las competencias relacionadas con la planificación operativa 

del control del transporte terrestre, tránsito y seguridad vial; por lo tanto, los procesos 

de matriculación vehicular en su respectiva jurisdicción, siendo estos entes los 

encargados del recaudo de los recursos derivados de la matriculación? 

 

3. Si de la absolución por parte de su Autoridad a la consulta No. 2 planteada en este 

instrumento, se desprende que la Agencia Nacional de Regulación y Control del 

Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial es competente, para conforme lo 

establecido en el artículo 21 de la Ley Orgánica de Eficiencia Energética realizar la 

recaudación y administración del 1% del valor de la matrícula a los propietarios de 

vehículos particulares de motor de combustión interna ¿Es procedente que en 

aplicación a lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento de la Ley Orgánica de 

Eficiencia Energética se incluya como parte de la instrumentación del procedimiento 

para la aplicación de esta contribución, las instrucciones correspondientes para que 

estos valores sean recaudados por los entes que intervienen en el proceso de 
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matriculación vehicular GADS o SRI, aplicando para el efecto la emisión de una 

Resolución de Directorio?”. 

 

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 

1.1. A fin de contar con mayores elementos de análisis para atender su requerimiento, se 

solicitó el criterio de los siguientes organismos y entidades: a) Asociación de 

Municipalidades Ecuatorianas AME (en adelante “AME”), mediante oficio No. 08134, 

de 12 de agosto de 2024, e insistencia contenida en oficio No. 08428, de 28 de agosto de 

2024; b) Consejo Nacional de Competencias (en adelante “CNC”) con oficio No. 08135, 

de 12 de agosto de 2024, el cual fue remitido por dicho organismo a la Secretaría Nacional 

de Planificación con oficio No. CNC-CNC-2024-1221-OF, de 12 de agosto de 2024; c) 

Ministerio de Energía y Minas (en adelante “MEM”), mediante oficio No. 08136, de 12 

de agosto de 2024 e insistencia constante en oficio No. 08429, de 28 de agosto de 2024; 

y, d) Servicio de Rentas Internas (en adelante “SRI”), mediante oficio No. 08139, de 12 

de agosto de 2024. 

 

1.2. Los requerimientos de la Procuraduría General del Estado fueron atendidos en su orden: 

a) Por la Secretaria Ejecutiva encargada del CNC mediante oficio No. CNC-CNC-2024-

1251-OF, de 26 de agosto de 2024, ingresado en esta institución el mismo día; b) Por el 

Director General del SRI, con oficio No. 917012024OJUR0003993, sin fecha, ingresado 

en el correo institucional de la Procuraduría General del Estado el 26 de agosto de 2024; 

c) Por la Directora Nacional de Asesoría Jurídica de la AME, a través del oficio sin 

número ni fecha ingresado en el correo institucional de la Procuraduría el 10 de 

septiembre de 2024; y, d) El MEM hasta la presente fecha no ha atendido los 

requerimientos de la Procuraduría. 

 

1.3. El informe jurídico adjunto al oficio de consulta consta en el memorando No. ANT-DAJ-

2024-2048-M, de 12 de julio de 2024, suscrito por la Directora de Asesoría Jurídica de la 

Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 

Vial (en adelante “ANT”), quien citó los artículos 11 numeral 9 y 425 de la Constitución 
de la República del Ecuador1 (en adelante “CRE”), 22 del Código Orgánico 

Administrativo2 (en adelante “COA”), 130 del Código Orgánico de Organización 

Territorial, Autonomía y Descentralización3 (en adelante “COOTAD”), 16, 30, 30.5, 102 

y 104 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial4 (en adelante 

“LOTTTSV”), 47 letras f) y j), 26 de la Ley Orgánica de Competitividad Energética5 (en 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 

2 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.31 de 7 de julio de 2017; última reforma publicada en el 

Suplemento del Registro Oficial No. 525 de 25 de marzo de 2024. 

3 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 

4 LOTTTSV, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 398 de 7 de agosto de 2008; última reforma publicada en el 

Suplemento del Registro Oficial No. 525 de 25 de marzo de 2024. 

5 LOCE, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.475 de, 11 de enero 2024. 
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adelante “LOCE”) que sustituyó el artículo 21 de la Ley Orgánica de Eficiencia 

Energética6 (en adelante “LOEE”), 73 del Reglamento General a la Ley Orgánica De 

Competitividad Energética7 (en adelante “RGLOCE”) que sustituyó el artículo 25 del 

Reglamento General a la Ley Orgánica de Eficiencia Energética8 (en adelante 

“RGLOEE”), con base en los cuales analizó y concluyó: 

 

“3. FUNDAMENTACIÓN: 

 
(…) 

 

3.5. Respecto a la norma que prevé ‘la contribución del 1% del valor de la matricula 

a ser cumplida por los propietarios de los vehículos particulares de motor de 

combustión 
Interna’, se debe señalar lo siguiente: 

 
(…) 

 

El artículo 25 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Eficiencia Energética 
refiere respecto a la contribución por los vehículos particulares de motor de 

combustión interna, al Fondo Nacional de Inversión de Eficiencia Energética, que para 
el cálculo de la misma se considerará el 1% del total del rubro de matrícula vehicular 

exceptuando multas y recargos, lo cual guarda relación con el Artículo 104 de la Ley 

Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial que establece: ‘(…) El 

pago de los valores por concepto de la revisión técnica vehicular anual y matriculación, 

será obligatoria y exclusiva de acuerdo con el último dígito de la placa de identificación 
vehicular en el mes que señale el reglamento: en caso de que no lo haya hecho, podrá 

matricular el vehículo con la multa respectiva.’; sin embargo de lo expuesto ninguna 

de las dos normas es decir la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y 
Seguridad Vial o el Reglamento General de la Ley Orgánica de Eficiencia Energética, 

en los artículos citados, hacen relación a los valores asociados referidos en el primer 

inciso del ya referido Artículo 104 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito 

y Seguridad Vial. 

 
(…) 

 
5. CRITERIO INSTITUCIONAL y CONCLUSIONES RESPECTO A LAS 

CONSULTAS PLANTEADAS: 

 

5.1. Con respecto a la consulta 1, como se explica en el desarrollo del presente informe, 

los valores de las tasas constantes en la Resolución Nro. 025-DIR-2023-ANT de 28 de 
diciembre de 2023, refieren al pago que deben realizar los propietarios de vehículos y 

motos particulares, del Estado y cuenta propia, normado por la Agencia Nacional de 

Tránsito como ´TASA ANUAL DE MATRICULACIÓN´ dentro de sus competencias 

 
6 LOEE, publicada en el  

7 RLOCE, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 507 de, 28 de febrero 2024. 

8 RGLOEE, publicado en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No.575 de 11 de noviembre 2021; última reforma publicada en 

el Suplemento del Registro Oficial No.507 de 28 de febrero de 2024. 
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legales, valores a los que, en el momento efectivo de la matriculación vehicular 
(proceso que es ejecutado por los GADS municipales y metropolitano) se adicionan 

valores denominados ´asociados a la matriculación´ en este sentido, la incertidumbre 

en la aplicación de la disposición del artículo 21 de la Ley Orgánica de Eficiencia 

Energética, recae en cual es el valor sobre el que realmente se debe realizar el recaudo 
del 1% referido en dicha norma, si es únicamente sobre la tasa ANT, cuyos beneficiarios 

son los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales y Metropolitano, 

reiterando que no es beneficiaria de dicho valor la ANT, o del valor resultante de la 
sumatoria de dicha tasa más los impuestos que le corresponde al SRI, al Servicio 

Público para Pago de Accidentes de Tránsito, y demás rubros establecidos por los 

GADS. 

 

En este sentido la aplicación del 1% de contribución establecida en el artículo 21 de la 
Ley Orgánica de Eficiencia Energética, no es clara al establecerse de manera general 

que la misma se calculará del valor de la matrícula, siendo esta una denominación que 
no determina con claridad la base imponible que permita cumplir el fin de la norma. 

 

5.2. En relación a las consultas 2 y 3, podrá notar que, el artículo 30.3 de la Ley 
Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, dispone: ´Los Gobiernos 

Autónomos Descentralizados Regionales, Metropolitanos o Municipales son 
responsables de la planificación operativa del del transporte terrestre, tránsito y 

seguridad vial, planificación que estará enmarcada en las disposiciones de carácter 

nacional emanadas desde la Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte 

Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, y deberán informar sobre las regulaciones locales 

que se legislen´, en concordancia con el literal c) del artículo 30.5 de la Ley ibídem que 
prescribe: ´Competencias de los Gobiernos Autónomos Descentralizados Regionales 

Metropolitanos y Municipales.- Los Gobiernos Autónomos Descentralizados tendrán 

las siguientes competencias:.- Los Gobiernos Autónomos Descentralizados tendrán las 
siguientes competencias: (…); c) Planificar, regular y controlar las actividades y 

operaciones de transporte terrestre, tránsito y seguridad vial, los servicios de 

transporte público de pasajeros y bienes, transporte comercial y toda forma de 

transporte colectivo y/o masivo, en el ámbito intracantonal, conforme la clasificación 

de las vías definidas por el Ministerio del sector. (…)´, por lo tanto, se concluye que los 
procesos de matriculación vehicular, se realizan en su respectiva jurisdicción y sobre 

los cuales la Agencia Nacional de Tránsito no tiene injerencia respecto al recaudo y 
administración; en virtud de lo cual, la disposición constante en el artículo 21 de la Ley 

Orgánica de Eficiencia Energética, no puede ser ejecutada por la Agencia Nacional de 

Tránsito, ya que el proceso de matriculación responde a competencias asumidas por 
los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales y Metropolitano, así como el 

recaudo de los valores asociados que realizan el SRI y el SPPAT, no corresponden a la 
administración de la Agencia Nacional de Tránsito. 

 

Por lo expuesto, se concluye que el proceso de recaudo del 1% de contribución 
establecida en el artículo 21 de la Ley Orgánica de Eficiencia Energética, debe ser 

ejecutado por los GADS que en el ejercicio de sus competencias tienen a cargo el 
proceso de matriculación vehicular y el cobro de la tasa establecida por la ANT; o, por 

el SRI, ente que recauda el valor correspondiente al Impuesto a la Propiedad de 
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Vehículos Motorizados que se paga anualmente como valor asociado a la matrícula 
vehicular”.  

 

1.4. La Secretaria Ejecutiva encargada del CNC en su oficio No. CNC-CNC-2024-1251-OF, 

de 26 de agosto de 2024, además de las normas señaladas por la entidad consultante, citó 

los artículos 226, 239, 264, 266 y 269 de la CRE, 55 letra f), 108, 117, 119, 121 y 154 del 

COOTAD, 4, 5, 23, 27, 28, Disposiciones Generales Primera y Quinta y Disposición 

Transitoria Segunda de la Resolución No. 006-CNC-20129, reformada mediante 
Resolución No. 003-CNC-202210 emitidas por el Consejo Nacional de Competencias y 

artículo 1 del Acuerdo Ministerial No. 00611 emitido por el Ministerio de Economía y 

Finanzas, con base en los cuales emitió el siguiente criterio jurídico: 

 

“II. CRITERIO INSTITUCIONAL 

 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 239 de la Constitución de la República del 
Ecuador (CRE), en concordancia con el artículo 108 del Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD), el régimen de 

los GAD se rige por la Ley correspondiente, dentro de la cual se desarrolla un modelo 
de descentralización obligatoria, progresiva y definitiva a través del sistema nacional 

de competencias (…). 
 

(…) 

 

EL CNC, en uso de sus facultades constitucionales y legales, expidió la Resolución Nro. 

006-CNC-2012 de 26 de abril de 2012, mediante el cual resolvió ´transferir la 
competencia de planificar, regular y controlar el tránsito, el transporte terrestre y la 

seguridad vial, a favor de los gobiernos autónomos descentralizados metropolitanos 

del país, progresivamente´, estableciendo tres modalidades de gestión diferenciados 
para el efecto: A, B y C. 

 

(…) 

 

Ahora bien, con fecha 10 de agosto de 2021 se publicó la Ley Orgánica Reformatoria 
de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre y Seguridad Vial (LOTTTSV), misma que 

consideró cambios sustanciales en cuanto a las facultades de rectoría, planificación, 
regulación, gestión y control de TTTSV. En virtud de lo cual, el CNC expidió la 

Resolución Nro. 003-CNC-2022 de 18 de abril de 2022, con la que se reformó parte del 

articulado de la Resolución No. 006-CNC-2012, para asegurar armonía con el resto 
del ordenamiento jurídico. 

 
En su artículo 4 la referida Resolución de transferencia enumera los GAD que se 

encuentran en el Modelo de Gestión ´A´, y que a su vez, establece que estos gestionan 

los siguientes productos y/o servicios: matriculación, revisión técnica vehicular, 

 
9 Resolución No. 006-CNC-2012, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 712 de 29 de mayo 2012; última reforma 

publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 58 de 9 de mayo de 2022. 

10 Resolución No. 003-CNC-2022, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 58 de 9 de mayo de 2022. 

11 Acuerdo No. 006 emitido el 11 de marzo de 2024, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 531 de 03 de abril 2024. 
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control operativo de tránsito en vía pública, emisión de títulos de transporte público y 
comercial, y el plan de local de seguridad vial-campañas; mientras que, para el Modelo 

de Gestión ´B´, gestionan los mismos productos y/o servicios exceptuando el control 

operativo de tránsito en vía pública (…). 

 
(ii) Al ser una competencia que inicialmente era ejercida por el Gobierno Central, con 

su descentralización en el año 2012, se transfirió también los recursos económicos que 

financian su ejercicio, las cuales se encuentran especificadas en el artículo 27 de la 
Resolución No. 006-CNC-2012. 

 

1. Recaudación de valores por el otorgamiento de permisos, amortizaciones, 

suscripción de contratos de operación, multas y sanciones, en el marco de las facultades 

de atribuciones establecidas en las resoluciones CNC y la ley. 
2. El impuesto a los vehículos (artículo 538 del COOTAD) 

3. La tasa de matriculación y sus multas asociadas. 
4. Tasa de revisión técnica vehicular y tasas  

5. Un monto para egresos no permanentes adicional como mecanismo de 

compensación estimado en el informe de la comisión sectorial de costeo. 
 

(…) 
 

Respecto de la tasa de matriculación y sus multas asociadas (numeral 3), dentro del 

anexo del Informe de la Comisión Técnica Sectorial de Costeo para la transferencia de 

la competencia de TTTSV efectuado en el año 2012, se definió su mecanismo de 

distribución en el que incluye criterios respecto de características poblacionales, 
geográficas y de gestión institucional. 

 

(…) 
 

En síntesis, el monto variable de la tasa de matriculación se compone de la siguiente 

manera: 51,7% control operativo, 43% otros servicios y 5,3% matriculación y revisión 

técnica vehicular. 

 
(…) 

 
En este sentido, si bien el producto de matriculación es responsabilidad de los GAD 

municipales, como titulares de la competencia, la recaudación se encuentra a cargo de 

los Servicios de Rentas Internas, como entidad responsable de gestionar la política 
tributaria asegurando la suficiencia recaudatoria a nivel nacional; esto, con el 

propósito de garantizar la distribución de recursos conforme los parámetros y 
lineamientos definidos para el efecto, conforme lo señalado por el Ministerio de 

Economía y Finanzas (MEF), dentro de su Acuerdo Ministerial Nro. 006 de 11 de marzo 

de 2024, en cuya parte pertinente señaló: 
 

‘Art. 1.- Los sujetos pasivos de la tasa de matriculación vehicular, cancelarán a través 
de las Instituciones Financieras que tengan suscrito un convenio de recaudación con el 

Servicio de Rentas Internas, el valor que les corresponde por concepto de dicha tasa y 

sus multas asociadas (...)  
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(…)  

 

Por lo cual, al momento en que la Ley Orgánica de Eficiencia Energética, en su artículo 

21 dispone que la referida contribución sea ´administrada y recaudada por la Agencia 

Nacional de Tránsito y su pago será prerrequisito para la matriculación vehicular´; 

habilita a la referida Institución Pública a ejecutar las acciones previstas en dicho 

cuerpo normativo conforme el procedimiento y mecanismos previstos para el efecto. 
 

Considerando loa antes mencionado, el valor del 1% dispuesto en la Ley de eficiencia 

energética y demás normativa en la materia, le corresponde administrar y recaudar a 

la ANT, quien podría efectuar las acciones de coordinación correspondientes con el 

SRI, por ser la entidad encargada actualmente de la recaudación de la tasa de 
matriculación vehicular. 

 
(…)  

 

Finalmente, de la información que consta en la web institucional del SRI y la ANT, los 
rubros por matriculación (tasa de matriculación o rubros a pagar por el valor de la 

matrícula ante la ANT) son recaudados directamente por el SRI, y esta entidad se 
encarga de retener el 1% y transferir lo correspondiente para el fondo previsto en la 

Ley de eficiencia energética”. 

 

1.5. Por su parte, la Directora Nacional de Asesoría Jurídica de la AME, a través del oficio sin 

número ni fecha ingresado en el correo institucional de la Procuraduría General del Estado 

el 10 de septiembre de 2024, además de las normas referidas por la consultante, citó el 

artículo 26 de la Ley de Competitividad Energética y concluyó con el siguiente criterio 

jurídico institucional: 

 

“1. Primera Consulta. 

(…) 

 

1.2. Criterio Jurídico: 

 

La contribución del 1% sobre la matrícula de vehículos de motor de combustión 
interna, destinada al Fondo Nacional de Inversión de Eficiencia Energética (FNIEE), 

está establecida de manera clara en el artículo 21 de la Ley Orgánica de Eficiencia 

Energética (LOEE) y el [artículo] 25.3 del Reglamento a la Ley de Competitividad 
Energética. Esta contribución se aplica exclusivamente a vehículos con motores de 

combustión interna, excluyendo a los vehículos eléctricos. 
 

Dado que la Resolución Nro. 025-DIR-2023-ANT tiene un rango jerárquico inferior, 

no puede modificar el porcentaje de contribución ni las disposiciones establecidas por 
las leyes y reglamentos superiores. Por tanto, cualquier detalle adicional en la 

resolución debe estar en concordancia con las normas superiores. En caso de 
contradicción, prevalecen las disposiciones legales y reglamentarias de mayor rango. 
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En conclusión, la aplicación del 1% de contribución debe ajustarse a lo previsto en la 
LOEE y el Reglamento a la Ley de Competitividad Energética correspondiente, sin 

alteraciones que provengan de normativas de menor jerarquía. Es de considerar que 

los vehículos de motor de combustión interna estarán sujetos a esta contribución, 

mientras que los vehículos eléctricos exentos, así como los transportes públicos que son 
gestionados por el estado los cuales están exentos de estos pagos de matriculación. 

 

2.- Segunda Consulta. 
 

(…) 

 

Criterio Jurídico: 

 
La contribución del 1% sobre la matrícula de vehículos de motor de combustión interna 

debe ser administrada y recaudada por la Agencia Nacional de Tránsito, y su pago es 
esencial para la matriculación de vehículos. Los fondos recaudados deben ser 

depositados en una cuenta que para el efecto establezca el ministerio rector de la 

eficiencia energética, según lo dispuesto por la Ley y Reglamento de Competitividad 
Energética. Este proceso debe seguir fielmente las normativas establecidas para 

asegurar la correcta aplicación y manejo de los recursos destinados al FNIEE. 
 

3. Tercera Consulta. 

 

(…) 

 
De acuerdo con lo previamente expuesto, la contribución del 1% sobre la matrícula de 

vehículos de motor de combustión interna debe ser administrada y recaudada por la 

Agencia Nacional de Tránsito, tal como lo indica el Art. 26 de la Ley de Competividad 
Energética.” 

 

1.6. El criterio jurídico de la ANT sobre la primera consulta concuerda con el del CNC y de 

la AME al señalar que para el cálculo de la contribución por los vehículos particulares de 

motor de combustión interna, al Fondo Nacional de Inversión de Eficiencia Energética, 

se considerará el 1% del total del rubro de matrícula vehicular exceptuando multas y 

recargos. 
 

Sobre la segunda consulta, la ANT difiere de los criterios del CNC y de la AME puesto 

que la ANT considera que el proceso de recaudación del 1% de contribución establecida 

en el artículo 21 de la LOEE debe ser ejecutado por los GADS que en el ejercicio de sus 

competencias tienen a cargo el proceso de matriculación vehicular y el cobro de la tasa 

establecida por la ANT; o, por el SRI, ente que recauda el valor correspondiente al 

Impuesto a la Propiedad de Vehículos Motorizados que se paga anualmente como valor 

asociado a la matrícula vehicular. Por otra parte, el CNC y la AME consideran que la 

indicada recaudación le corresponde a la ANT y que la misma está habilitada a ejecutar 

las acciones previstas en dicho cuerpo normativo y podría efectuar las acciones de 
coordinación correspondientes con el SRI, por ser la entidad encargada actualmente de la 

recaudación de la tasa de matriculación vehicular. 
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2.- Análisis. – 

 

Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata su consulta, el análisis se referirá a los 

siguientes puntos: i) Matriculación vehicular; ii) Contribución para los vehículos particulares de 
motor de combustión interna como aporte al Fondo Nacional de Inversión de Eficiencia 

Energética e interpretación de normas tributarias. 

 

2.1. Matriculación vehicular. –  

 

El numeral 6 del artículo 264 de la CRE, entre las competencias exclusivas de los gobiernos 

autónomos descentralizados municipales (en adelante los GADS), incluye el: “Planificar, regular 
y controlar el tránsito y el transporte público dentro de su territorio cantonal”. La mencionada 

competencia también corresponde a los GADS metropolitanos, según el artículo 266 de la CRE. 

 

Concordantemente, la letra f) del artículo 55 del COOTAD establece que corresponde a los GADS 

municipales la competencia exclusiva de “Planificar, regular y controlar el tránsito y el 
transporte terrestre dentro de su circunscripción cantonal”. 

 

En el mismo orden de ideas, el artículo 130 del COOTAD, al referirse a la competencia de tránsito 

y transporte, prevé que a los GADS les corresponde, de forma exclusiva, “planificar, regular y 

controlar el tránsito, el transporte y la seguridad vial, dentro de su territorio cantonal”, 

estableciendo que los GADS definirán el modelo de gestión y podrán delegar total o parcialmente 

la gestión a los organismos que venían ejerciendo dichas competencias antes de la vigencia del 

referido código. 

 

El CNC, a través de la Resolución Nro. 006-CNC-2012, de 26 de abril de 2012, transfirió la 

competencia de planificar, regular y controlar el tránsito, el transporte terrestre y la seguridad vial, 

a favor de los gobiernos autónomos descentralizados metropolitanos y municipales del país, 

progresivamente, con base en tres modalidades de gestión; resolución que fue posteriormente 

reformada mediante la Resolución Nro. 003-CNC-2022, de 18 de abril de 2022. 

 
Según lo prescrito en el inciso primero del artículo 16 de la LOTTTSV, la ANT es el ente 

“encargado de la regulación y planificación del transporte terrestre, tránsito y seguridad vial en 

el territorio nacional, dentro del ámbito de sus competencias, con sujeción a las políticas 
emanadas del Ministerio del sector”. El numeral 2 del artículo 20 de la norma citada, determina 

la atribución de establecer “las regulaciones de carácter nacional en materia de transporte 
terrestre, tránsito y seguridad vial, controlar y auditar en el ámbito de sus competencias su 

cumplimiento por parte de los Gobiernos Autónomos Descentralizados”. 

 

El inciso primero del artículo 103 de la LOTTTSV señala que la matrícula será emitida por “La 

Agencia Nacional de Regulación y control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial o 
los Gobiernos Autónomos Descentralizados, dentro del ámbito de sus competencias, emitirán la 

matrícula”, previo el pago de las tasas e impuestos correspondientes y el cumplimiento de los 
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requisitos previstos en el Reglamento y en las ordenanzas que para el efecto se expidan, según 

corresponda. 

 

El numeral 3 del artículo 27 de la Resolución No. 006-CNC-2012 establece que “Los que 

correspondan a la distribución por la recaudación de la tasa de matriculación y sus multas 
asociadas, por los gobiernos autónomos descentralizados metropolitanos y municipales y por las 

entidades del Gobierno Central, en los términos establecidos en la presente resolución”, de lo 

que se evidencia que la tasa de matriculación es uno de los rubros que se cobran para la obtención 
de la matrícula anual de los automotores. 

 

La tasa vigente de matriculación fue establecida por la ANT mediante Resolución Nro. 025-DIR-

2023-ANT12, en sus acápites 192 y 193, en 36 dólares para vehículos particulares y 31 dólares 

para motos particulares. 

 

Al respecto, cabe indicar que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 del Acuerdo 

Ministerial Nro. 006, de 11 de marzo de 202413, emitido por el Ministerio de Economía y 

Finanzas, el Servicio de Rentas Internas recauda y consolida los valores correspondientes a 

matriculación vehicular, para su posterior distribución a los Gobiernos Autónomos 

Descentralizados y al Gobierno Central, según corresponda: 

 

“Art. 1.- Los sujetos pasivos de la tasa de matriculación vehicular, cancelarán a través 

de las Instituciones Financieras que tengan suscrito un convenio de recaudación con el 

Servicio de Rentas Internas, el valor que les corresponde por concepto de dicha tasa y 

sus multas asociadas, entendiéndose estas, como aquellas que se generan por concepto 

de recargos por calendarización. 
 

El Servicio de Rentas Internas conciliará los valores recaudados por conceptos de la 

(sic) lasa de Matriculación Vehicular registrados en su base de datos, con los 
recaudados y transferidos por cada Institución Financiera a sus cuentas en el Banco 

Central del Ecuador. Con esta información se generará un archivo plano mediante el 

cual se solicitará al Banco Central del Ecuador que se debiten los valores de dichas 

cuentas y se acrediten a la cuenta número 01121958 denominada ‘CCU STN MATRIC 

VEHICULAR DESCONCENT. COMPETENCIAS TRANSPORTE-FT’. 
 

Sobre la base del saldo de la cuenta “CCU STN MATRIC VEHICULAR 
DESCONCENT. COMPETENCIAS TRANSPORTE-FT" y sobre el cronograma de 

implementación para asumir en forma efectiva la competencia, la Subsecretaría de 

Relacionamiento Fiscal realizará el cálculo para la distribución de los valores para 
cada uno de los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales, Metropolitanos, 

Mancomunidades y el Gobierno Central, conforme lo establecido en las Resoluciones 
del Consejo Nacional de Competencias y el informe de la Comisión Sectorial de Costeo. 

 

(…)” 

 
12 Publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 505 de 26 de febrero 2024; última reforma publicada en el Registro Oficial 

No. 621 de 14 de agosto de 2024. 

13 Publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 531 de 03 de abril de 2024. 
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De lo manifestado se desprende que: i) la planificación, regulación y control de tránsito y 

transporte terrestre en la circunscripción cantonal es una competencia exclusiva de los Gobiernos 

Autónomos Descentralizados Municipales y Metropolitanos; ii) la ANT es el ente encargado de 

la regulación, planificación y control del transporte terrestre, tránsito y seguridad vial en el 

territorio nacional, en el ámbito de sus competencias, con sujeción a las políticas emanadas del 

Ministerio del Sector, y le corresponde emitir las regulaciones de carácter nacional en materia de 

transporte terrestre, tránsito y seguridad vial; controlar y auditar en el ámbito de sus competencias 
su cumplimiento por parte de los GADS; iii) la matrícula de automotores es emitida en el ámbito 

de sus competencias por la ANT o por los GADS, previo al pago de las tasas e impuestos 

correspondientes a través de instituciones bancarias con convenios con el SRI, y al cumplimiento 

de los requisitos previstos en el Reglamento y en las ordenanzas que para el efecto se expidan, 

según corresponda; y, iv) la tasa de matriculación, establecida por la Agencia Nacional de 

Tránsito, es uno de los rubros que se cobran para la obtención de la matrícula anual de los 

automotores, sin perjuicio de las multas o recargos que tuvieren lugar. 

 

2.2. Contribución para los vehículos particulares de motor de combustión interna como 

aporte al Fondo Nacional de Inversión de Eficiencia Energética. - 

 

El artículo 226 de la CRE establece el principio de legalidad, según el cual las instituciones del 

Estado “(...) ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 

Constitución y la ley”. Concluye esa norma que, por tanto, “Tendrán el deber de coordinar 

acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 

reconocidos en la Constitución”. 

 

El artículo 301 de la CRE consagra el principio de reserva de ley en materia tributaria, al señalar 

que, sólo por iniciativa de la Función Ejecutiva y mediante ley sancionada por la Asamblea 

Nacional, se podrá establecer, modificar, exonerar o extinguir impuestos, principio que se replica 

en el artículo 4 del Código Tributario (en adelante “CT”). En este orden de ideas, el inciso segundo 

del artículo 3 del CT señala que “Las tasas y contribuciones especiales se crearán y regularán de 

acuerdo con la ley”. 

 

De su parte, el artículo 21 de la LOEE, reformado por el artículo 26 de la LOCE, creó el Fondo 

Nacional de Inversión de Eficiencia Energética (FNIEE), para financiar planes, programas, 

proyectos y cualquier actividad tendiente a contribuir al cumplimiento de los objetivos y metas 
establecidas en el Plan Nacional de Eficiencia Energética (PLANEE); así como programas y 

proyectos que diversifiquen y enriquezcan las opciones para el cumplimiento de los objetivos de 

la LOEE y los objetivos específicos de los instrumentos de planificación de la eficiencia 

energética. 

 

El inciso segundo del precitado artículo dispone que “para la administración del Fondo, se 

podrán implementar las figuras o esquemas previstos en la ley vigente en el Ecuador, cuyos 

detalles deberán incluirse en el reglamento general a la LOEE”. 

 

El inciso tercero de la misma norma determina el sistema de financiamiento del fondo en mención 
y dispone que: 
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“La Estructura operativa del FNIEE será financiada a partir de sus propios recursos, 
los cuales provendrán de: programas de recambio de equipos ineficientes por 

eficientes, asignaciones no reembolsables y créditos que se otorguen en un contexto de 

cooperación nacional e internacional para el desarrollo de proyectos en materia de 

eficiencia energética, contribución por vehículos particulares de motor de combustión 

interna y otros que defina el Estado Ecuatoriano. La precitada contribución será 

administrada y recaudada por la Agencia Nacional de Tránsito y su pago será 

prerrequisito para la matriculación vehicular. El valor de esta contribución será del 

1% del valor de la matrícula y deberá ser cumplida por los propietarios de los 

vehículos particulares de motor de combustión interna” (énfasis añadido). 

 

En este contexto, el artículo 25 del RGLOEE, reformado por el artículo 73 del RLOCE, establece 

lo siguiente: 

 

"Artículo 25.- Fondo Nacional de Inversión en Eficiencia Energética. - La estructura 
operativa del Fondo Nacional de Inversión de Eficiencia Energética será financiada a 

partir de sus propios recursos, los cuales provendrán de 

 
1) Programas de recambio de equipos ineficientes por eficientes; 

2) Asignaciones no reembolsadles y créditos que se otorguen en un contexto de 
cooperación nacional e internacional para el desarrollo de proyectos en materia de 

eficiencia energética; y, 

3) Contribución por vehículos particulares de motor de combustión interna y otros 

que defina el Estado Ecuatoriano. 

 

Para el cálculo de la contribución indicada en el numeral 3), se considerará el 1% 

del total del rubro de matrícula vehicular exceptuando multas y recargos. El monto 

recaudado por Agencia Nacional de Tránsito conforme lo establece el artículo 26 de 
la Ley de Competitividad Energética: bajo este concepto, será depositado en la cuenta 

que para el efecto establezca el ministerio rector de la eficiencia energética. 

 

La Autoridad Nacional de Tránsito instrumentará el procedimiento para la 

aplicación de esta contribución e instruirá a las instancias pertinentes para su 

aplicación y considerará las excepciones que establezca el marco jurídico vigente. 

 
La aplicación de esta contribución exceptúa a los vehículos eléctricos que en ningún 

caso se entenderá aquel que cuente con algún sistema de autogeneración con fuente de 

combustión interna. 
 

A partir del año 2025 se cobrará 10% de recargo mensual por el incumplimiento de 
pago de la contribución del 7% conforme al artículo 21 de la Ley Orgánica de 

Eficiencia Energética por vehículos particulares de motor de combustión interna y 

otros que defina el Estado Ecuatoriano al que refiere el artículo 21 de la Ley Orgánica 
de Eficiencia Energética. (…)” (énfasis añadido). 

 
Sobre la interpretación de normas tributarias, el artículo 13 del CT dispone que “Las normas 

tributarias se interpretarán con arreglo a los métodos admitidos en Derecho, teniendo en cuenta 

los fines de las mismas y su significación económica”. Añade la misma disposición legal que 
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“Las palabras empleadas en la ley tributaria se entenderán conforme a su sentido jurídico, 
técnico o usual, según proceda, a menos que se las haya definido expresamente”. 

 

En tal sentido, el artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional (en adelante LOGJCC) incluye el siguiente método y regla de interpretación 

jurídica: “7. Interpretación literal. - Cuando el sentido de la norma es claro, se atenderá su tenor 

literal, sin perjuicio de que, para lograr un resultado justo en el caso, se puedan utilizar otros 

métodos de interpretación”. Esta disposición guarda armonía con la regla primera del artículo 18 
del Código Civil14 (en adelante “CC”) que prevé que “Cuando el sentido de la ley es claro, no 

se desatenderá su tenor literal, a pretexto de consultar su espíritu”. 

 

De las normas previamente señaladas se desprende lo siguiente: i) en materia tributaria rige el 

principio de reserva de ley, en virtud del cual sólo por iniciativa de la Función Ejecutiva y 

mediante ley sancionada por la Asamblea Nacional, se podrá establecer, modificar, exonerar o 

extinguir impuestos; ii) el artículo 21 de la LOEE, reformado por el artículo 26 de la LOCE creó 

el Fondo Nacional de Inversión de Eficiencia Energética (FNIEE), el cual se financia entre otros 

rubros con la contribución por vehículos particulares de motor de combustión interna y otros que 

defina el Estado Ecuatoriano; iii) la indicada contribución será administrada y recaudada por la 

Agencia Nacional de Tránsito y su pago será prerrequisito para la matriculación vehicular. El 

valor de esta contribución será del 1% de todos los rubros que componen el pago de la matrícula 

y deberá ser cumplida por los propietarios de los vehículos particulares de motor de combustión 

interna; iv) para el cálculo de la contribución indicada en el numeral iii), se considerará el 1% del 

total del rubro de matrícula vehicular; para el cálculo únicamente se exceptuarán los valores 

correspondientes a multas y recargos; v) la Autoridad Nacional de Tránsito instrumentará el 

procedimiento y las herramientas jurídicas y técnicas para la aplicación de esta contribución e 

instruirá a las instancias pertinentes para su aplicación y considerará las excepciones que 

establezca el marco jurídico vigente; y, vi) las normas tributarias se interpretarán con arreglo a los 

métodos admitidos en Derecho, entre los que consta la interpretación litera006C cuando el sentido 

de la norma es claro. 

 

3. Pronunciamiento. - 

 

De conformidad con el análisis jurídico precedente, con relación a la primera consulta, relativa al 

cálculo de la contribución establecida en el artículo 21 de la Ley Orgánica de Eficiencia 

Energética, conforme lo dispuesto en el artículo 104 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial, se debe aplicar el artículo 25 del Reglamento General a la Ley 

Orgánica de Eficiencia Energética, que dispone que para su cálculo se considerará el 1% del total 

del rubro de matrícula vehicular, exceptuando únicamente multas y recargos. 

 

Sobre la segunda consulta, se concluye que según lo dispuesto en artículo 21 de la Ley Orgánica 

de Eficiencia Energética, la Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, 

Tránsito y Seguridad Vial es la entidad competente para efectuar la recaudación y administración 

de la antes citada contribución. 

 

 
14 CC, Codificación No. 2005-010, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de julio de 2005; última reforma 

publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 588 de 27 de junio de 2024 
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En consecuencia, con relación a la tercera consulta, la Agencia Nacional de Regulación y Control 

del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 

21 de la Ley Orgánica de Eficiencia Energética y su Reglamento General, está facultada para 

instrumentar el procedimiento para la aplicación de esta contribución; instruir a las instancias 

pertinentes para su aplicación, considerando la operatividad que establezca el marco jurídico 

vigente; y, coordinar con los entes que intervienen en el proceso de matriculación vehicular, 

GADS o SRI, en atención a los principios de legalidad y coordinación, consagrados en el artículo 

226 de la Constitución de la República. 
 

El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, 

siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a casos institucionales 

específicos. 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 
 

C.C. Econ. Antonio Goncalves Savinovich 
MINISTRO DE ENERGÍA Y MINAS 

 

Econ. Damían Alberto Larco Guamán  

DIRECTOR NACIONAL DEL SERVICIO DE RENTAS INTERNAS 

 
Mgs.. Sariha Belén Moya Angulo 

PRESIDENTE DEL CONSEJO NACIONAL DE COMPETENCIAS 

 

Ing. Wiliam Patricio Maldonado Jiménez 

 PRESIDENTE DE LA ASOCIACIÓN DE MUNICIPALIDADES ECUATORIANAS – AME 

 

 
 

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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Oficio No. 09188 
 

 

Quito, D.M., 25 de octubre de 2024 

 

 

Doctor 

Mauricio Torres Maldonado, PhD. 

CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO 

Presente. -  

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. 362-DNJ-2024, de 14 de agosto de 2024, ingresado en la 

Procuraduría General del Estado el 16 del mismo mes y año, se formuló la siguiente 

consulta: 
 

¿Si como consecuencia del control posterior a la institución pública se determina la 

falta del ejercicio de la facultad coercitiva por parte de la entidad contratante para 

imponer multas por retraso o incumplimiento de las obligaciones contractuales durante 

la ejecución del contrato, esta omisión como efecto del presente (sic) jurisprudencial 

antes citado, se constituye en una limitante legal en el ejercicio de la facultad de control 

y determinación de responsabilidades que mantiene la Contraloría General del Estado 

de conformidad con su Ley Orgánica?” 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

1.1. A fin de contar con mayores elementos de análisis,  mediante oficio No. 08278, de 

20 de agosto de 2024, la Procuraduría General del Estado solicitó al Servicio Nacional 

de Contratación Pública (en adelante, “SERCOP”) que remita su criterio jurídico 

institucional sobre la materia objeto de la consulta. Este requerimiento fue atendido 

por el Coordinador General de Asesoría Jurídica del SERCOP con oficio No. 

SERCOP-CGAJ-2024-0205-OF, de 30 de agosto de 2024, ingresado en el correo 

institucional de este organismo el 2 de septiembre de 2024.  

 

1.2. El criterio jurídico de la Contraloría General del Estado (en adelante, “CGE”), 

contenido en memorando No. 000499-DNJ-2024, de 14 de agosto de 2024, citó los 

artículos 82, 212, 226 y 288 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en 

adelante, “CRE”); 4 y 71 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública2 (en adelante, “LOSNCP”), 292 y 293 del Reglamento General a la LOSNCP3 

(en adelante, “RGLOSNCP”); 18, 38, 45, 46, 52 y 53 de la Ley Orgánica de la 

 
1CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOSNCP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 4 de agosto de 2008.  
3 RGLOSNCP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 87 de 20 de junio de 2022.  
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Contraloría General del Estado (en adelante, “LOCGE”); y el precedente 

jurisprudencial obligatorio emitido por la Corte Nacional de Justicia contenido en la 

Resolución No. 08-20244, de 17 de mayo de 2024, con fundamento en los cuales 

analizó y concluyó: 

 
“2. Análisis:  

 

De la normativa transcrita, se desprende que el artículo 71 de la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública, dispone a las entidades públicas la 

obligación de imponer multas por el retardo en la ejecución de las obligaciones 

contractuales, conforme al cronograma valorado, así como por incumplimientos de las 

demás obligaciones contractuales, las que se determinarán por cada día de retardo.  

 

La Corte Nacional de Justicia, a través del precedente jurisprudencial obligatorio ha 

establecido una regla específica respecto a este artículo en el siguiente sentido: “… Las 

multas a las que se refiere el inciso segundo del artículo 71 de la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública obedecen al ejercicio de la facultad coercitiva 

de la administración pública, cuyo fin es que el contratista corrija el retardo o el 

incumplimiento contractual acusado durante la ejecución. Su detección e imposición 

debe ser oportuna, razón por la cual, hacerlo de manera paralela a la terminación 

unilateral de contrato o posterior a ella acarrearía su ilegalidad.”, razón por la cual, el 

servidor público encargado de supervisar y verificar el cabal cumplimiento del contrato, 

en caso de producirse incumplimientos por parte del contratista, deberá oportunamente 

determinar la procedencia o no de la imposición de multas de conformidad con los 

artículos 71 de la Ley ibídem, 292 y 293 de su Reglamento General, observando las reglas 

del debido proceso previstas en el artículo 76 de la Constitución de la República del 

Ecuador.  

 

En caso de imponerse multas contraviniendo la normativa antes referida y sin observar 

el principio de oportunidad, es decir, estableciéndolas de manera paralela a la 

terminación unilateral del contrato o posterior a ella, acarrea su ilegalidad; de 

conformidad con el presente (sic) jurisprudencial obligatorio emitido por la Corte 

Nacional de Justicia; razón por la cual, la no imposición de multas de forma inmediata 

(oportuna), observando el procedimiento establecido en los artículos 292 y 293 del 

Reglamento de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, no 

cumpliría la finalidad que tienen éstas para que el contratista corrija el retardo o el 

incumplimiento contractual, en atención al principio de conservación del contrato 

administrativo. 

 

La Corte Nacional ha sido especifica al determinar que ‘Las multas por retraso o 

incumplimiento de las obligaciones contractuales, conforme el artículo 71 de la 

LOSNCP, no responden al ejercicio de una potestad administrativa sancionadora en 

sentido estricto, sino al ejercicio de una facultad de coerción para la correcta ejecución 

del contrato’, consecuentemente y en aplicación de este Precedente, si la entidad 

contratante no ejerce su facultad coercitiva dentro de la ejecución del contrato (de 

manera oportuna); en este caso, la Contraloría General del Estado, podría mediante una 

auditoría gubernamental, examinar la actuación administrativa del servidor público, a 

fin de actuar bajo sus competencias establecidas en el artículo 212 numeral 2 de la 

 
4 Resolución No. 08-2024, publicada en el Registro Oficial No. 575 de 10 de junio de 2024.  
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Constitución de la República del Ecuador y establecer responsabilidades administrativas 

y civiles culposas.  

 

3.- Criterio:  

 

La falta de ejercicio de esta facultad coercitiva, podría perfectamente enmarcarse a las 

causales previstas como responsabilidad administrativa culposa de conformidad a lo 

establecido en el artículo 45 de la Ley Orgánica de Orgánica (sic) de la Contraloría 

General del Estado, aplicable al administrado o sujeto de responsabilidad que por acción 

u omisión no cumpla con la Ley, normas específicas expedidas por autoridad competente, 

inclusive las relativas al desempeño de cada cargo y el precedente jurisprudencial, cuya 

sanción se la impondrá considerando los siguientes criterios previstos en el artículo 46 

de la Ley ibidem: la acción u omisión del servidor; la jerarquía del sujeto pasivo de la 

sanción; la gravedad de la falta; la ineficiencia en la gestión según la importancia del 

interés protegido; el volumen e importancia de los recursos comprometidos; el haber 

incurrido en el hecho por primera vez o en forma reiterada, es por ello la necesidad de 

cuantificar dentro de la acción de control la multa que debió haberse determinado en 

cumplimiento a las cláusulas contractuales, a fin de justificar la sanción por este tipo de 

responsabilidad en lo que refiere a la proporcionalidad del número de remuneraciones 

a imponer como multa, aplicando estos criterios. 

 

Adicionalmente, considerando que el Estado, por inacción de un servidor público, dejó 

de percibir recursos dinerarios, líquidos y determinados, por parte del contratista quien, 

habiendo incumplido el contrato, tenía la obligación legal y contractual de satisfacer 

con el pago de multas por lo que esta omisión genera una obligación jurídica 

indemnizatoria del perjuicio económico ocasionado a las instituciones del Estado (…)” 

(énfasis añadido). 

 

1.3. Por su parte, el criterio jurídico del SERCOP citó, además de las mismas normas 

señaladas por la entidad consultante, los artículos 227, 424, 425 de la CRE; 5, 

números 12 y 17 del artículo 10, 70, 80, 92, números 1 y 3 del artículo 94, 95 y 99 de 

la LOSNCP; 295, números 1, 2, 3, 4 y 10 del artículo 303 del RGLOSNCP, con base 

en lo cual analizó y concluyó:  

 
“III. PRONUNCIAMIENTO. - 

 

1. Sobre la consulta planteada por la Contraloría General del Estado, se precisa que este 

Servicio Nacional de Contratación Pública no tiene atribución legal para emitir un 

pronunciamiento jurídico sobre la misma, no obstante, se ha procedido a señalar de 

modo general las disposiciones que norman a la fase de ejecución de los contratos 

conforme la LOSNCP, su Reglamento General de aplicación y demás normativa expedida 

para el efecto, como se evidencia en el acápite anterior, las cual cuales han sido 

enunciadas para una mejor compresión y contextualización de la interrogante esbozada. 

 

2. El administrador del contrato, posee la obligación reglada prescrita en los artículos 

70 y 80 de la LOSNCP; y, artículo 295 de su Reglamento General de aplicación, de 

administrar y velar por el cabal y oportuno cumplimiento de todas y cada una de las 

obligaciones derivadas del contrato; y, adoptando todas las acciones necesarias para 

evitar el incumplimiento del contrato. 
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El artículo 71 segundo inciso de la LOSNCP, es enfático al señalar que las multas se 

calcularán sobre el porcentaje de las obligaciones que se encuentren pendientes de 

ejecutarse conforme lo establecido en el contrato; concordante con la disposición antes 

señalada el artículo 292 segundo inciso del RGLOSNCP, señala que la entidad 

contratante establecerá por cada día de retardo en la ejecución de las obligaciones 

contractuales por parte del contratista, la aplicación de una multa que en ningún caso 

será inferior al 1 x 1.000 del valor del contrato, que se calcularán sobre el porcentaje 

de las obligaciones que se encuentran pendientes de ejecutarse, incluyendo el reajuste 

de precios que corresponda y sin considerar los impuestos. En el caso de las obras, las 

multas se calcularán de conformidad con el retraso injustificado imputable a la planilla 

que corresponda. 

 

3. Con base en lo determinado en el artículo 293 del Reglamento General a la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública el administrador del contrato 

deberá proceder conforme a la disposición señalada, puesto que de no realizarlo en 

debida forma será causal de nulidad. 

 

4. En caso que las multas superen el valor del 5% del monto total contratado se deberá 

realizar las acciones consiguientes para que la entidad contratante proceda con la 

terminación anticipada y unilateral del contrato. 

 

5. Es menester indicar que el Pleno de la Corte Nacional de Justicia mediante Resolución 

Nro. 08-2024 de 15 de mayo de 2024, declaró en su artículo 1, como precedente 

jurisprudencial obligatorio el siguiente punto de derecho: 

 

“Las multas a las que se refiere el inciso segundo del artículo 71 de la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública obedecen al ejercicio de la facultad coercitiva 

de la administración pública, cuyo fin es que el contratista corrija el retardo o el 

incumplimiento contractual acusado durante la ejecución. Su detección e imposición 

debe ser oportuna, razón por la cual, hacerlo de manera paralela a la terminación 

unilateral del contrato o posterior a ella acarrearía su ilegalidad.” 

 

Por lo expuesto, la facultad coercitiva que posee el administrador de los contratos debe 

ser ejercida privativamente durante la ejecución contractual, imponiendo las multas ante 

retrasos en la entrega del objeto contractual, como lo señala el Pleno de la Corte 

Nacional de Justicia, dicha facultad no puede ser ejercida de manera paralela o posterior 

a la terminación unilateral del contrato, puesto que de hacerlo esto acarearía su nulidad. 

 

6. Es menester señalar que la oportunidad para la imposición de multas por parte del 

administrador del contrato será ante el retardo en la ejecución de las obligaciones 

contractuales conforme al cronograma valorado, así como por incumplimientos de las 

demás obligaciones contractuales; siendo primordial resaltar que constituye una causal 

para la terminación anticipada y unilateral del contrato que las multas superen el monto 

de la garantía de fiel cumplimiento del contrato (...)” (el énfasis corresponde al texto de 

origen).  

 

1.4. De lo expuesto se observa que, con relación a la consulta formulada, la consultante 

afirma que es posible establecer responsabilidades por las acciones u omisiones de 
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servidores públicos al no imponer multas en la ejecución de un procedimiento de 

contratación pública, concluyendo que: i) según artículo 45 de la LOCGE podría ser 

sujeto de responsabilidad administrativa culposa, debiendo cuantificarse una multa 

contra el servidor en relación al monto de la multa que se dejó de percibir por parte 

del contratista; y, ii) el Estado deja de percibir recursos por la no imposición de 

multas, lo que generaría una obligación jurídica indemnizatoria por el perjuicio 

económico ocasionado a las instituciones públicas.  

 

Por su parte, el SERCOP manifiesta que no cuenta con atribución legal para emitir un 

pronunciamiento sobre la consulta planteada por la CGE, y enuncia de forma general 

las disposiciones relacionadas a la ejecución contractual y la aplicación de multas.  

 

2. Análisis. -  

 

Para facilitar el estudio de las consultas planteadas, el análisis abordará los siguientes 

puntos: i) Control externo y determinación de responsabilidades de la CGE; y, ii) 

Imposición de multas en la ejecución de contratos derivados de un procedimiento de 

contratación pública y su responsabilidad.  

 

2.1.- Control externo y determinación de responsabilidades de la CGE. -   

 

La Procuraduría General del Estado, mediante el pronunciamiento contenido en el oficio 

No. 08448, de 29 de agosto de 2024, analizó las “Competencias de la CGE establecida 

en la CRE y la LOGCE”, y concluyó lo siguiente:  

 
“De lo expuesto se desprende que: i) la CGE es el organismo técnico de control de la 

utilización de los recursos estatales y la consecución de los objetivos de las instituciones 

del Estado y de las personas jurídicas de derecho privado que dispongan de recursos 

públicos; dirige el sistema de control, fiscalización y auditoria del Estado mediante el 

control interno y el control externo, que incluye la evaluación de la gestión 

administrativa, financiera y operativa de las entidades; ii) el control externo que 

realizará la CGE lo ejercerá mediante la auditoria gubernamental y el examen especial, 

con la finalidad de asesorar, asistir y prevenir riesgos; al respecto, el examen especial 

"verificará, estudiará y evaluará aspectos limitados o de una parle de las actividades 

relativas a la gestión .financiera, administrativa, operativa" con posterioridad a su 

ejecución; iii) las recomendaciones de auditoría, una vez comunicadas a las instituciones 

del Estado y a sus servidores, deben ser aplicadas de manera inmediata y con el carácter 

de obligatorio (…)” (énfasis añadido). 

 

En cuanto a la determinación de responsabilidades por CGE, el número 34 del artículo 31 

de la LOCGE, como parte de las atribuciones y funciones de la CGE, le permite 

establecer:  

 
i) “responsabilidades individuales administrativas, por quebrantamiento de las 

disposiciones legales, reglamentarias y de las normas de que trata esta Ley”;  

ii) “responsabilidades civiles culposas, por el perjuicio económico sufrido por la entidad 

u organismo respectivo, a causa de la acción u omisión de sus servidores”; e,  
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iii) “indicios de responsabilidad penal, mediante la determinación de hechos 

incriminados por la Ley” (Énfasis añadido).    

 

Así, los artículos 45 al 68 de la LOCGE establecen la forma en que la CGE determina las 

responsabilidades administrativas culposas; civiles culposas; así como los indicios de 

responsabilidad penal, como resultado de una auditoría gubernamental. 

 

De acuerdo con el primer inciso del artículo 45 de la LOCGE, la CGE puede establecer 

responsabilidad administrativa culposa a las “autoridades, dignatarios, funcionarios y 

servidores de las instituciones del Estado5”, con base en: i) el “análisis documentado del 

grado de inobservancia de las disposiciones legales relativas al asunto de que se trate”; 

y, ii) “sobre el incumplimiento de las atribuciones, funciones, deberes y obligaciones 

que les competen por razón de su cargo o de las estipulaciones contractuales, 

especialmente las previstas en el Título III de esta Ley” (énfasis añadido).     

 

Según lo previsto por el primer inciso del artículo 46 de la LOCGE, la sanción por faltas 

administrativas “originadas en los resultados de las auditorías, serán sancionados, con 

multa de una a veinte remuneraciones básicas unificadas del trabajador del sector 

privado, al dignatario, autoridad, funcionario o servidor”, sin perjuicio de otras 

responsabilidades, y “de acuerdo a la gravedad de la falta cometida, pudiendo además 

ser destituido del cargo, de conformidad con la Ley”.  

 

Por otra parte, el primer inciso del artículo 52 de la LOCGE detalla el alcance de la 

responsabilidad civil culposa: su origen; los sujetos; grado de responsabilidad; y, las 

causales por las cuales se incurre en esta responsabilidad. Así, tenemos que la 

responsabilidad civil culposa nace de “una acción u omisión culposa aunque no 

intencional”, que puede incurrir un servidor público o un tercero “autor o beneficiario, 

de un acto administrativo” cuando el acto administrativo fuera emitido “sin tomar 

aquellas cautelas, precautelas o precauciones necesarias para evitar resultados 

perjudiciales directos o indirectos a los bienes y recursos públicos” (énfasis añadido).   

 

En este sentido, la responsabilidad civil culposa, conforme el segundo inciso del artículo 

52 de la LOCGE, “genera una obligación jurídica indemnizatoria del perjuicio 

económico ocasionado a las instituciones del Estado”. Este perjuicio se calcula a la 

fecha en la que se produjo la acción u omisión culposa. Adicionalmente, la obligación 

jurídica de la responsabilidad civil culposa “nace sin convención, proveniente de un acto 

o hecho culpable del servidor público, o de un tercero, cometido sin intención de dañar, 

que se regula por las normas del cuasidelito del Código Civil” (énfasis añadido).   

 

En relación a la obligación indemnizatoria producto de un “acto o hecho culpable del 

servidor público, o de un tercero, cometido sin intención de dañar, que se regula por 

las normas del cuasidelito del Código Civil”, el artículo 1453 del CC establece que una 

de las formas en que nacen las obligaciones se da a consecuencia “de un hecho que ha 

inferido injuria o daño a otra persona, como en los delitos y cuasidelitos” (énfasis 

 
5 CRE, Artículo 229 de la CRE son servidores públicos “(…) todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, 
presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público” 
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añadido); por lo tanto, se evidencia que una condición sine qua non para la configuración 

de una responsabilidad civil culposa es la existencia de un perjuicio económico, 

debidamente comprobado, a una institución del Estado.  

 

En esta línea de ideas, la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte 

Nacional de Justicia ha distinguido la determinación de responsabilidades civiles por la 

CGE mediante órdenes de reintegro o glosas en sentencias de casación dentro de los 

juicios Nos. 17811­2016­01853 y 17811-2016-01852, de 23 de septiembre de 2020 y 27 

de enero de 2023, respectivamente. La primera de ellas analizó la determinación de la 

responsabilidad civil vía orden de reintegro, y concluyó:  

 
“El   artículo   53   de   la   Ley   Orgánica   de   la   Contraloría   General   del   Estado   

establece   que   la responsabilidad civil culposa se determinará en forma privativa por 

la Contraloría General del Estado, cuando por los resultados de la auditoría 

gubernamental, se hubiere determinado que se ha causado perjuicio económico al Estado 

o a sus instituciones, como consecuencia de la acción u omisión culposa de los servidores 

públicos, o de las personas naturales o jurídicas de derecho privado. (…) Dicho perjuicio 

se establecerá de la siguiente forma: (…) 2. Mediante órdenes de reintegro, en el caso de 

pago indebido. Se tendrá por pago indebido cualquier desembolso que se realizare sin 

fundamento legal o contractual o sin que el beneficiario hubiere entregado el bien, 

realizado la obra, o prestado el servicio, o la hubiere cumplido sólo parcialmente. 

 

La responsabilidad civil, involucra necesariamente el perjuicio económico ocasionado 

a la entidad pública, y por otro lado el beneficio económico de dicho pago por parte del 

particular, de tal suerte; en el caso  de  la  responsabilidad  civil  vía  orden  de reintegro, 

tenemos dos  elementos concurrentes: perjuicio económico característica general de la 

responsabilidad civil y, pago indebido sin fundamento legal o contractual característica 

de la orden de reintegro, en definitiva existe un egreso de las arcas fiscales no 

justificado” (énfasis añadido). 

 

La segunda sentencia explica la diferencia entre la figura jurídica de pago indebido y pago 

en exceso, a fin de determinar la imposición de una responsabilidad civil vía orden de 

reintegro o glosa, y explica lo siguiente:  

 
“5.10.­ En relación a la procedencia de una orden de reintegro, en el caso de pago 

indebido, Ismael Quintana, enseña: “Si, en cambio, se trata de una orden de reintegro 

por pago indebido, debe existir una descripción de los hechos que demuestren que los 

desembolsos se realizaron sin fundamento legal o contractual o sin que el beneficiario 

haya entregado el bien, realizado la obra o prestado el servicio, o   la   haya   cumplido   

solo   parcialmente (…)”  (Ismael   Quintana  (2021).   Manual   de Responsabilidades   

en   la   Contraloría   General   del   Estado.   Quito:   Corporación   de   Estudios   y 

Publicaciones. Pag. 123). Entonces, el pago indebido es aquel que se realiza sin tener 

una causa que justifique la deuda, mientras que el pago en exceso ocurre cuando se lo 

efectúa por un monto mayor al que correspondía pagar, es decir, lo adeudado se 

encuentra justificado, pero ocurre un error en el monto del pago, porque lo adeudado 

se satisface por un valor mayor al establecido.    
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5.11.­ Este Tribunal no coincide con la interpretación que realiza el Tribunal de instancia 

sobre el artículo 53 de la LOCGE, ya que se evidencia que los rubros pagados en demasía 

no configuran como tal un pago indebido, al tener como fundamento el contrato suscrito 

(…). La norma claramente determina que solo en casos de pagos indebidos habrá una 

orden de reintegro, lo cual conlleva a deducir que, para el pago efectuado en demasía, 

como en efecto ocurrió en el caso, la responsabilidad por el perjuicio económico se 

debía predeterminar mediante una glosa” (Énfasis añadido). 

  

Finalmente, el Acuerdo No. 050-CG-20186 que contiene el “Reglamento de 

Determinación de Responsabilidades de la Contraloría General del Estado” (en adelante, 

“Reglamento de Responsabilidades de la CGE”) en las letras d) de sus artículos 36 y 407, 

establecen de forma coincidente que los fundamentos de hecho y derecho considerados 

para la determinación de estas responsabilidades civiles deberán incluir “el nexo con el 

perjuicio causado, su concepto y montos”.     

 

De las normas y precedentes previamente invocadas, se desprende lo siguiente: i) acorde 

al artículo 45 y 46  de la LOCGE, la CGE podrá determinar responsabilidades 

administrativas a las autoridades, dignatarios, funcionarios y demás servidores públicos, 

así como personeros, directivos, empleados, trabajadores y representantes de las personas 

jurídicas y entidades de derecho privado con participación estatal, en razón de la 

inobservancia de disposiciones legales y el incumplimiento de las atribuciones, funciones, 

deberes y obligaciones de dichos servidores; ii) la responsabilidad civil culposa se origina 

por el perjuicio económico al Estado, debidamente comprobado, resultante de la acción 

u omisión de un servidor público (o un tercero) que, sin la intención de causar daño, 

produce una obligación indemnizatoria respecto del perjuicio causado; iii) la resolución 

para determinar responsabilidades civiles debe incluir como parte de su motivación la 

identificación clara del nexo causal entre los fundamentos de hecho y derecho, el perjuicio 

económico causado, determinar de forma clara si se trata de un pago indebido o un pago 

en exceso, y cuantificar el monto del perjuicio económico al Estado; y, iv) la 

responsabilidad civil vía orden de reintegro se da por un pago indebido, “sin fundamento 

legal o contractual o sin que el beneficiario hubiere entregado el bien, realizado la obra, 

o presado el servicio, o la hubiere cumplido solo parcialmente”; es decir, “existe un 

egreso de las arcas fiscales no justificado”; y, la responsabilidad civil culposa se da por 

un pago en exceso (“lo adeudado se encuentra justificado, pero ocurre un error en el 

monto del pago, porque lo adeudado se satisface por un valor mayor al establecido”).       

 

 
6 Reglamento de Responsabilidades de la CGE, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 323 de 10 de septiembre de 2018 
7 Reglamento de Responsabilidades de la CGE, “Art. 36.- Contenido de la resolución de glosa.- La resolución que confirme o 

desvanezca una glosa contendrá: (…)  

 
d. Motivación, la misma que incluirá: - Fundamentos de hecho y derecho considerados para la predeterminación de 

responsabilidades civiles culposas y el nexo con el perjuicio causado, su concepto y montos, así como la determinación precisa y 

clara de todos los sujetos de responsabilidad y su grado de participación (…)”. 
 

“Art. 40.- Contenido de la resolución de responsabilidad civil culposa. Orden de reintegro.- La resolución que confirme o desvanezca 

una orden de reintegro contendrá (…) 
  

d. Motivación, la misma que incluirá: - Fundamentos de hecho y derecho considerados para la predeterminación de 

responsabilidades civiles y el nexo con el perjuicio causado, su concepto y monto; así como, la determinación precisa y clara de 
todos los sujetos de responsabilidad (…)”. 

127



 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

 

CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO 

0005851-2024  

Página. 9 

 

2.2. Imposición de multas en la ejecución de contratos derivados de un 

procedimiento de contratación pública y su responsabilidad. -  

 

La letra b) de la línea argumental común del precedente jurisprudencial contenido en la 

resolución No. 08-2024, cita el pronunciamiento de la Procuraduría General del Estado 

contenido en el oficio No. 09269, y establece: 

 
“b) En similar sentido se ha pronunciado la Procuraduría General del Estado en 

ejercicio de su facultad consultora, al indicar que: “La aplicación de las sanciones en 

materia contractual, en definitiva, debe realizarse dentro de la legalidad y de la 

razonabilidad. En el caso de las multas, que son sanciones pecuniarias, su propósito es 

que el contratista corrija su conducta, para no seguir recibiendo la sanción inmediata 

al retardo en el cumplimiento de sus obligaciones” (OF. PGE. No. 09269 de 8 de agosto 

de 2012, contenido en: Procuraduría General del Estado. Boletín Jurídico No 9. Julio a 

Diciembre 2012. Pág. 136)” (énfasis añadido).   

 

Con base en esta premisa y los fallos emitidos por la Corte Nacional de Justicia, la 

Resolución No. 08-2024 establece como precedente jurisprudencial obligatorio el 

siguiente punto de derecho:   

 
“Las multas a las que se refiere el inciso segundo del artículo 71 de la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública obedecen al ejercicio de la facultad coercitiva 

de la administración pública, cuyo fin es que el contratista corrija el retardo o el 

incumplimiento contractual acusado durante la ejecución. Su detección e imposición 

debe ser oportuna, razón por la cual, hacerlo de manera paralela a la terminación 

unilateral del contrato o posterior a ella acarrearía su ilegalidad” (énfasis añadido).    

 

El primer inciso del artículo 71 de la LOSNCP establece la obligación de que todo 

contrato regulado por dicha ley incorpore una cláusula de multas; el segundo inciso de la 

norma ibídem especifica que “Las multas se impondrán por retardo en la ejecución de 

las obligaciones contractuales”. Esto se reitera en el artículo 292 del RGLOSNCP que 

en su primer inciso agrega que la “multa tendrá como finalidad sancionar la conducta 

del contratista por su negligencia e incumplimientos imputables a sus obligaciones 

contractuales” (énfasis añadido). Así, la naturaleza de una multa no responde a un ingreso 

o tributo planificado dentro del Presupuesto General del Estado, sino a una circunstancia 

que puede o no producirse y que tiene lugar únicamente como medida de corrección ante 

el incumplimiento del contratista. 

 

El inciso final del referido artículo 292 ibídem establece que, en todos los casos de multas 

en la ejecución contractual, “la entidad contratante deberá justificar razonadamente el 

valor de las multas que se impondrán al contratista”. 

 

El artículo 293 del RGLOSNCP define el procedimiento para la imposición de multas al 

contratista; en su numeral 2 establece como parte de las atribuciones del administrador de 

contrato la imposición de las multas a las que hubiere lugar, en concordancia con lo 

previsto en el numeral 4 del artículo 303, que le permite “Imponer las multas establecidas 

en el contrato, para lo cual se deberá respetar el debido proceso”.  
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Así, el artículo 54 de la LOCGE establece que “serán responsables de tomar todas las 

medidas necesarias para que sean ejecutadas con estricto cumplimiento de las 

estipulaciones contractuales, los programas, costos y plazos previstos”; lo cual guarda 

concordancia con las funciones del administrador del contrato sobre la imposición de 

multas y las normas tratadas en el presente análisis.  

 

Además, el inciso final del artículo 54 de la LOCGE permite a la CGE establecer “las 

responsabilidades a que hubiere lugar”, en los procesos de estudio, contratación y 

ejecución de contratos públicos. 

 

Finalmente, en cumplimiento del precedente jurisprudencial obligatorio contenido en la 

Resolución No. 08-2024, se establece que no es procedente la imposición de multas "al 

momento de decidir la terminación unilateral del contrato, en la liquidación de este o en 

etapas posteriores". Este impedimento se extiende también a la CGE dado que el 

precedente jurisprudencial tiene efectos generales y es de obligatorio cumplimiento para 

todas las instituciones del Estado. En este sentido, la CGE, mediante una auditoría, puede 

verificar si la falta de imposición de multas por parte del servidor público designado como 

administrador del contrato constituye un incumplimiento de disposiciones o funciones, lo 

que derivaría en una responsabilidad administrativa culposa. 

 

Asimismo, corresponderá a la CGE, a través de una auditoría gubernamental, evidenciar 

y cuantificar cualquier perjuicio económico ocasionado al Estado – como resultado de un 

pago indebido o en exceso – derivado de la no imposición oportuna de las multas durante 

la ejecución del contrato. En consecuencia, la CGE podrá determinar las 

responsabilidades civiles culposas mediante la emisión de glosas o la orden de reintegro 

de los valores correspondientes, en cumplimiento de su función de control. 

 

La Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, 

en sentencia de casación, de 5 de marzo de 2018, dentro del proceso No. 17811-2017-

00097, sobre la determinación de responsabilidades civiles y la imposición de multas no 

generadas en la ejecución contractual (considerando que no existió incumplimiento 

contractual), concluyó: 

 
“(…) En ese escenario, mal puede determinarse una responsabilidad civil glosa, por el 

pago de multas no generadas en la ejecución del contrato, considerando que la 

aplicación de una multa incumbe necesariamente el incumplimiento contractual, 

circunstancia que ciertamente no se ha producido; por tanto, resulta improcedente, anti 

técnico y alejado de cualquier razonamiento lógico y jurídico, pretender por parte de la 

Contraloría General del Estado, determinar una responsabilidad civil por este concepto 

(…)” (énfasis añadido). 

 

De lo expuesto se observa que: i) es responsabilidad del administrador del contrato la 

imposición de multas de forma oportuna; y, ii) acorde a la Resolución No. 08-2024 y las 

normas de contratación pública citadas en el presente análisis, se concluye que la finalidad 

de la multa es sancionar la conducta del contratista a fin de que este corrija el retardo o 
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incumplimiento contractual; siendo fundamental que dichos incumplimientos sean 

detectados y las multas correspondientes impuestas de manera oportuna. Para ello, la 

entidad contratante debe ejercer su facultad coercitiva dentro de los plazos y 

procedimientos previstos en el contrato y normativa de Contratación Pública expedida 

para el efecto, y en el caso de que su detección e imposición no fueren oportunas, su 

imposición posterior será indebida.  

 

3. Pronunciamiento. - 
 

En atención a los términos de su consulta, se concluye que, conforme lo dispuesto en los 

artículos 18, número 34 del artículo 31, 45 y 52 de la LOCGE; el artículo 71 de la 

LOSNCP; los artículos 292 y 293 del Reglamento General de la LOSNCP; y el precedente 

jurisprudencial obligatorio de la Corte Nacional de Justicia contenido en la Resolución 

No. 08-2024, se establece que las multas en la ejecución de un contrato administrativo 

deben imponerse oportunamente con el objetivo de sancionar el comportamiento del 

contratista en caso de retraso o incumplimiento contractual durante la ejecución del 

contrato:, por lo que, la imposición de multas al momento de la terminación unilateral del 

contrato, su liquidación o en etapas posteriores, carece de sustento jurídico. 

 

Así, considerando que las multas no representan ingreso esperado o planificado, sino una 

sanción que se activa como medida correctiva ante un incumplimiento por parte del 

contratista, la omisión en el ejercicio de la facultad coercitiva por parte de la entidad 

contratante para imponer multas durante la ejecución del contrato no genera, por sí 

misma, un perjuicio económico directo al Estado. En este escenario, dicha omisión 

acarrearía, en principio, únicamente responsabilidades administrativas, puesto que, para 

que exista una responsabilidad civil culposa, se deberá demostrar la existencia de un 

perjuicio económico real al Estado. 

     

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad 

de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales específicos. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia  

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
 

C.C.  Ing. Deborah Cristine Jones Faggioni 

Directora General del Servicio Nacional de Contratación Pública - SERCOP 

 

 

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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Oficio No. 09207	
 
 
Quito, DM, 28 de octubre de 2024  
 
Magíster  
César Augusto Vásquez Moncayo  
SECRETARIO DE EDUCACIÓN SUPERIOR, CIENCIA, TECNOLOGÍA E 
INNOVACIÓN  
Quito. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. SENESCYT-SENESCYT-2024-1580-CO, de 16 de agosto de 2024, 
ingresado en el correo institucional único de la Procuraduría General del Estado el mismo día, 
se formularon las siguientes consultas: 
 

“1. ¿En aplicación a lo determinado en el literal e) del artículo 60 de la Ley Orgánica 
para la Planificación y Desarrollo Integral de la Circunscripción Territorial Especial 
Amazónica, la asignación del tres por ciento (3 %) en las subcuentas de cada uno de 
los proyectos de creación de universidades o escuelas politécnicas públicas que serán 
formulados y administrados por la Universidad Estatal Amazónica en las provincias 
de Sucumbíos y Zamora Chinchipe y de la Escuela Superior Politécnica de 
Chimborazo en las provincias de Orellana y Morona Santiago, se debe realizar de 
manera igual para cada proyecto, entendiéndose que los criterios de 
profesionalización y lineamientos de política pública que establezca el órgano rector 
de la política pública en educación superior se refiere a la necesidad de creación de 
las instituciones de educación superior en las provincias señaladas?. 

 
2. ¿Los beneficiarios determinados en el literal f) del citado artículo son la 
Universidad Regional Amazónica IKIAM; la Universidad Estatal Amazónica; la 
Escuela Superior Politécnica del Chimborazo para el fortalecimiento de sus sedes en 
las provincias de Sucumbíos y Zamora Chinchipe, Orellana y Morona Santiago, 
respectivamente; y, los administradores de las subcuentas de los proyectos de 
creación de las universidades de las provincias de Sucumbíos, Orellana, Morona 
Santiago y Zamora Chinchipe de conformidad con lo determinado en la referida Ley 
Orgánica para la Planificación y Desarrollo Integral de la Circunscripción 
Territorial Especial Amazónica, ya que la no especificación de la Escuela Superior 
Politécnica del Chimborazo en el segundo párrafo del referido literal, así como la 
falta de enunciación de los administradores de las subcuentas de los proyectos de 
creación de las universidades y escuelas politécnicas en dichas provincias, no les 
excluye o limita como beneficiarios del porcentaje determinado?”. 
 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
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1.1. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender las consultas, mediante 
oficios No. 08372, No. 08373, No. 08374 y No. 08375, de 27 de agosto de 2024, la 
Procuraduría General del Estado solicitó al Banco Central del Ecuador (en adelante BCE); 
al Ministerio de Economía y Finanzas (en adelante MEF); a la Secretaría Técnica de la 
Circunscripción Territorial Especial Amazónica (en adelante STCTEA); y, a la Secretaría 
Nacional de Planificación (en adelante SNP), respectivamente, que remitan sus criterios 
jurídicos institucionales sobre la materia objeto de las consultas. Con oficios No. 08697 y 
No. 08698, de 17 de septiembre de 2024, se insistió en dichos requerimientos al MEF y a la 
STCTEA, sin que hasta la presente fecha se haya recibido respuesta. 

 
1.2. Los requerimientos de este organismo fueron atendidos, en su orden, por el Gerente 

General del BCE, con oficio No. BCE-BCE-2024-0168-OF, de 10 de septiembre de 2024, 
ingresado al día siguiente, al cual se adjuntaron los informes técnico No. BCE-SASP-2024-
293 y jurídico No. BCE-GJ-026-2024, de 5 y 10 de los mismos mes y año; y, por la 
Secretaria de la SNP, a través de oficio No. SNP-SNP-2024-0516-OF, de 11 de septiembre 
de 2024, recibido al día siguiente, adjunto al cual se remitió el criterio jurídico contenido 
en memorando No. SNP-CGAJ-2024-0162-M, de 10 de los mismos mes y año. 

 
1.3. El informe jurídico contenido en memorando No. SENESCYT-CGAJ-2024-0383-MI, de 

14 de agosto de 2024, suscrito por el Coordinador General del Asesoría Jurídica de la 
Secretaría de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante 
SENESCYT) citó, en lo principal, los artículos 26, 226, 227, 235, 237, 286, 350, 352, 354 y 
355 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante CRE); 3, 4, 11, 15 letra 
c), 17, 18 letras f), g) y h), 111, 182 y 183 letras a) y b) de la Ley Orgánica de Educación 
Superior2 (en adelante LOES); 4 letras a) y j), 21, 27 numeral 6, 59, 60 y las Disposiciones 
Transitorias Décima y Décima Primera de la Ley Orgánica para la Planificación Integral de 
la Circunscripción Territorial Especial Amazónica3 (en adelante LOPICTEA); y, 3 de la 
Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado4 (en adelante LOCGE), con fundamento 
en los cuales analizó lo siguiente: 

 
“3. ANÁLISIS LEGAL: 
 
(…) en cuanto a lo determinado en el literal e) del artículo 60, se desprende que se ha 
contemplado dos formas de distribución ya que, en el primer inciso se establece que el 
porcentaje (3 %) para la creación de universidades y escuelas politécnicas públicas de 
las provincias de Sucumbíos, Orellana, Morona Santiago y Zamora Chinchipe, se 
realizará conforme con los requerimientos de profesionalización del talento humano 
identificados y a los lineamientos de política pública que establezca esta Secretaría de 
Estado. (Lo subrayado me corresponde) 
 
Sin embargo, en el segundo párrafo del citado literal se menciona que: ‘(…) La 
asignación será directa y distribuida en partes iguales en las subcuentas de cada uno 
de los proyectos de creación de universidades o escuelas politécnicas públicas (…)’; 
por lo que, no se puede determinar sí (sic) SENESCYT debe emitir los lineamientos 
para la distribución del tres por ciento, entre la Universidad Estatal Amazónica y la 
Escuela Superior Politécnica del Chimborazo, según corresponda a cada provincia y a 

																																																													
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOES, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 298 de 12 de octubre de 2010. 
3 LOPICTEA, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 245 de 21 de mayo de 2018. 
4 LOCGE, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No.595 de 12 de junio de 2002. 
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los parámetros técnicos identificados de oferta académica y profesional acorde a los 
requerimientos del desarrollo nacional, en cumplimiento de las responsabilidades del 
Estado determinadas en la Ley Orgánica de Educación Superior; o sí, únicamente el 
Banco Central del Ecuador y el Ministerio de Economía y Finanzas deben transferir en 
partes iguales (4) a las instituciones de educación superior señaladas como 
administradoras de las subcuentas de los proyectos de creación de universidades o 
escuelas politécnicas públicas en las provincias de Sucumbíos, Orellana, Morona 
Santiago y Zamora Chinchipe. (Lo resaltado y subrayado corresponden al texto 
original) 
 
En cuanto al contenido del literal f), se ha identificado que se dispone que la 
distribución del cinco por ciento (5 %) del Fondo para el Desarrollo Sostenible 
Amazónico, se efectuará para el fortalecimiento de la Universidad Regional Amazónica 
IKIAM, y de las sedes y extensiones de la Universidad Estatal Amazónica y la Escuela 
Superior Politécnica del Chimborazo, de conformidad a lo establecido en el primer 
párrafo de la citada disposición. (Lo subrayado me corresponde) 
 
Pero, en la disposición consecuente se determina que la asignación será distribuida en 
partes iguales en las cuentas de la Universidad Regional Amazónica IKIAM, 
Universidad Estatal Amazónica y las subcuentas de los proyectos de creación de las 
universidades de las provincias de Sucumbíos, Orellana, Morona Santiago y Zamora 
Chinchipe, excluyendo a la Escuela Superior Politécnica del Chimborazo y aumentando 
como beneficiarios a las instituciones administradores de las subcuentas de los 
proyectos de creación de las universidades y escuelas politécnicas públicas. (Lo 
subrayado me corresponde) 
 
Por lo tanto, no existe claridad de cómo se debe distribuir este recurso, en virtud de que 
no hay concordancia sobre los beneficiarios de dichos recursos y la finalidad de los 
mismos, es decir, en el caso de la Universidad Estatal Amazónica y la Escuela Superior 
Politécnica del Chimborazo, si es para el fortalecimiento de sus sedes, o para el manejo 
y administración de las subcuentas de los proyectos de creación de las universidades y 
escuelas politécnicas públicas, o para ambas”. (Lo subrayado me corresponde) 

 
1.4. Por su parte, el informe jurídico del BCE citó, en lo principal, además de las normas 

señaladas anteriormente, los artículos 82 y 261 numeral 6, 303 y 353 de la CRE; 26, 27.1 y 
36 numeral 14 del Libro I del Código Orgánico Monetario y Financiero5 (en adelante 
COMF); y, 14, 108, 112 y 183 letras i) y j) de la LOES, luego de lo cual concluyó: 

 
“4. CRITERIO INSTITUCIONAL: 
 
(…) 

 
1. (…) 
 
La asignación del 3% establecido (sic) en la letra e) del artículo 60 de la Ley Orgánica 
para la Planificación y Desarrollo Integral de la Circunscripción Territorial Especial 
Amazónica debe realizarse en partes iguales para cada uno de los proyectos de 

																																																													
5 COMF, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.332, de 12 de septiembre de 2014 
Disposición General Vigésima Tercera incorporada por el artículo 105 de la Ley Reformatoria al Código Orgánico Monetario y 
Financiero para la Defensa de la Dolarización, publicada en el Registro Oficial No. 443 de 3 de mayo de 2021. 
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creación de universidades o escuelas politécnicas públicas, independiente de sus dos 
instituciones administradoras; cuya creación dependerá de los criterios de 
profesionalización y lineamientos de política pública que establezca la Secretaría de 
Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, institución a la cual le 
corresponde informar al Banco Central del Ecuador, el número de proyectos que se 
encuentren vigentes para la distribución de los recursos acumulados desde febrero a 
agosto de 2024; así como, deberá comunicar, mensualmente, los proyectos que se 
mantengan, que se incorporen o finalicen, para poder realizar el cálculo de la 
distribución con el número total de proyectos, antes del diez de cada mes, que es la 
fecha máxima de asignación, de conformidad con el primer inciso del artículo 60 de la 
Ley Orgánica referida. (Lo subrayado me corresponde) 

 
(…) 
 
2. (…) 

 
La distribución del 5% establecido (sic) en la letra f) del artículo 60 de la Ley Orgánica 
para la Planificación y Desarrollo Integral de la Circunscripción Territorial Especial 
Amazónica debe realizarse en tres partes iguales para sus beneficiarios: (i) 
Universidad Regional Amazónica IKIAM; (ii) Universidad Estatal Amazónica (sedes y 
extensiones en las provincias de Sucumbíos y Zamora Chinchipe); y, (iii) Escuela 
Superior Politécnica del Chimborazo (en las provincias de Orellana y Morona 
Santiago), ya que de la redacción completa de la letra referida, en concordancia con lo 
señalado en la Disposición Transitoria Décima Primera de la Ley Orgánica para la 
Planificación y Desarrollo Integral de la Circunscripción Territorial Especial 
Amazónica, se entendería que esos recursos deben destinarse para el fortalecimiento de 
las tres instituciones de educación superior que ya se encuentran creadas, 
diferenciándose de los proyectos de creación, a los cuales ya se destina otro 
porcentaje.” (Lo resaltado corresponde al texto original y lo subrayado me corresponde) 

 
1.5. Finalmente, el criterio jurídico de la SNP citó, adicionalmente a las normas ya enunciadas, 

el artículo 233 de la CRE, y concluyó: 
 

“4. Conclusión. - 
 

En lo que se refiere a la pregunta 1, (…) es criterio de esta Coordinación General de 
Asesoría Jurídica que no existe contradicción ni oscuridad en la ley; toda vez que, los 
parámetros que se señalan en el primer párrafo de la letra e), se refieren a los 
parámetros que deben cumplir los proyectos presentados para la creación de 
universidades y escuelas politécnicas públicas, en las provincias de Sucumbíos, 
Orellana, Morona Santiago y Zamora Chinchipe. En cuanto a la asignación de este 
fondo, señalada en el segundo párrafo, se determina que la distribución será de forma 
directa y en partes iguales en las subcuentas de los proyectos aprobados de creación de 
estas instituciones de educación superior. Las entidades competentes deberán cumplir 
con lo dispuesto en la Ley. (Lo subrayado me corresponde). 
 
Sobre la pregunta 2, conforme lo determinado en el análisis realizado, al existir una 
contradicción evidente, que genera una duda razonable, sobre las universidades 
beneficiarias del 5% del Fondo para el Desarrollo Sostenible Amazónico, se debería 
considerar una reforma a la letra f), artículo 60 de la Ley Orgánica para la 
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Planificación y Desarrollo Integral de la Circunscripción Territorial Especial 
Amazónica, que abarque tanto la aclaración sobre las universidades beneficiarias, así 
como, si los recursos de este fondo deben ser acreditados a subcuentas de los proyectos 
de creación de universidades”. (Lo subrayado me corresponde). 

  
1.6. Del informe jurídico de la SENESCYT se observa que, tanto en la primera como en la 

segunda pregunta, se limita a mencionar que no existe claridad en cómo se debe distribuir 
el Fondo para el Desarrollo Sostenible Amazónico, sin motivar una postura en particular 
para cada caso.  

 
Por su parte, el BCE y de la SNP, en relación a la primera pregunta, coinciden al precisar 
que la asignación del 3% prevista en la letra e) del artículo 60 de la LOPICTEA debe 
realizarse en partes iguales para cada uno de los proyectos de creación de universidades o 
escuelas politécnicas públicas, creación que dependerá de los criterios de 
profesionalización y lineamientos de política pública que establezca la SENESCYT. 
 
En cuanto a la segunda pregunta, el criterio jurídico del BCE señala que la distribución del 
5%, establecida en la letra f) del artículo 60 de la LOPICTEA, debe realizarse en tres partes 
iguales para el fortalecimiento de las tres instituciones de educación superior ya creadas: la 
Universidad Regional Amazónica IKIAM; la Universidad Estatal Amazónica (sedes y 
extensiones en las provincias de Sucumbíos y Zamora Chinchipe); y, la Escuela Superior 
Politécnica del Chimborazo (en las provincias de Orellana y Morona Santiago), 
diferenciándose de los proyectos de creación, en concordancia con lo señalado en la 
Disposición Transitoria Décima Primera de dicha ley. Sobre el tema, la SNP agrega que se 
debería considerar una reforma a la referida letra f), a fin de que se aclare las universidades 
beneficiarias, así como si los recursos de ese fondo deben ser acreditados a subcuentas de 
los proyectos de creación de universidades. 

 
2. Análisis.  
 
Para facilitar el estudio de la materia sobre la que tratan las consultas, el análisis se referirá a los 
siguientes puntos: i) Funciones del órgano rector de la política pública de educación superior; ii) 
Creación y financiamiento de universidades y escuelas politécnicas supeditadas a los 
requerimientos del desarrollo nacional y la LOPICTEA; y, iii) Reglas de interpretación de las 
normas. 
 
2.1. Funciones del órgano rector de la política pública de educación superior.  
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 12 de la CRE, la educación es un “derecho de las 
personas a lo largo de su vida y un deber ineludible e inexcusable del Estado”. Agrega el citado 
artículo que: “Constituye un área prioritaria de la política pública y de la inversión estatal, 
garantía de la igualdad e inclusión social y condición indispensable para el buen vivir” (lo 
subrayado me corresponde) 
 
El artículo 227 de la CRE establece que, la administración pública constituye un servicio a la 
colectividad que se rige por “los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, 
desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia 
y evaluación” (lo subrayado me corresponde). Entre las competencias exclusivas del Estado 
central, el numeral 6 del artículo 261 ibidem incluye: “Las políticas de educación, salud, 
seguridad social, vivienda” (lo subrayado me corresponde) 

135



	
	
	
	
	
	
	
 
 
 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN SUPERIOR, CIENCIA,  
TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 

01953-2024 
Página. 6 

 

 
El inciso primero del artículo 352 de la CRE determina que, el sistema de educación superior 
“estará integrado por universidades y escuelas politécnicas; institutos superiores técnicos, 
tecnológicos y pedagógicos; y conservatorios de música y artes, debidamente acreditados y 
evaluados”. Al efecto, según el numeral 1 del artículo 353 ibidem, el sistema de educación 
superior se regirá, entre otros, por: “Un organismo público de planificación, regulación y 
coordinación interna del sistema y de la relación entre sus distintos actores con la Función 
Ejecutiva”, en concordancia con lo establecido en la letra c) del artículo 15 de la LOES (lo 
subrayado me corresponde). 
 
El inciso tercero del artículo 354 de la CRE señala que: “La creación y financiamiento de 
nuevas casas de estudio y carreras universitarias públicas se supeditarán a los requerimientos 
del desarrollo nacional” (lo subrayado me corresponde). En este sentido, el inciso final del 
artículo 355 ibidem prevé que: “La Función Ejecutiva no podrá privar de sus rentas o 
asignaciones presupuestarias, o retardar las transferencias a ninguna institución del sistema, ni 
clausurarlas o reorganizarlas de forma total o parcial” (lo subrayado me corresponde). 
  
De otro lado, las letras a), e) y h) del artículo 11 de la LOES agregan que, el Estado “proveerá 
los medios y recursos para las instituciones públicas que conforman el Sistema de Educación 
Superior”, y brindará las garantías para que las instituciones del Sistema cumplan con: 
“Garantizar el derecho a la educación superior”; “Promover políticas públicas que propicien 
una oferta académica y profesional acorde a los requerimientos del desarrollo nacional”; y, 
“Garantizar su financiamiento en las condiciones establecidas en esta Ley, en observancia a 
las normas aplicables para cada caso” (lo subrayado me corresponde). 
 
En este orden de ideas, según el artículo 182 de la LOES, la SENESCYT es el órgano que: 
“tiene por objeto ejercer la rectoría de la política pública de educación superior y coordinar 
acciones entre la Función Ejecutiva y las instituciones del Sistema de Educación Superior” (lo 
subrayado me corresponde). 
 
Entre las funciones del órgano rector de la política pública de educación superior, la letra d) del 
artículo 183 de la LOES dispone el “Identificar carreras y programas considerados de interés 
público de acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo”, y crear los incentivos necesarios para 
que las instituciones de educación superior las prioricen en su oferta académica. 
 
De lo expuesto se desprende que: i) la educación es un deber ineludible e inexcusable del 
Estado, y constituye un área prioritaria de la política pública y de la inversión estatal, que 
garantiza la igualdad e inclusión social y es condición indispensable para el buen vivir; ii) la 
SENESCYT es el órgano que tiene por objeto ejercer la rectoría de la política pública de 
educación superior y coordinar acciones entre la Función Ejecutiva y las instituciones del 
Sistema de Educación Superior; y, iii) corresponde a la SENESCYT identificar carreras y 
programas considerados de interés público, de acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo. 
 
2.2. Creación y financiamiento de universidades y escuelas politécnicas supeditadas a los 
requerimientos del desarrollo nacional y la LOPICTEA.  
 
El artículo 111 de la LOES establece que: “En el caso de universidades y escuelas politécnicas 
públicas su creación y financiamiento se supeditará a los requerimientos del desarrollo 
nacional” (lo subrayado me corresponde) 
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La letra j) del artículo 4 de la LOPICTEA incluye entre sus fines el “Fortalecer el sistema de 
educación en todos sus niveles, en especial el superior, y garantizar el acceso de la población 
amazónica, de acuerdo con, (sic) la demanda local” (lo subrayado me corresponde). Al efecto, 
el inciso primero y el numeral 6 del artículo 27 ibídem determinan que, el Gobierno Central 
“brindará atención a la educación de la población de la Circunscripción Territorial Especial 
Amazónica, en concordancia con la legislación y la planificación nacional sectorial”, en 
función de “Promover el fortalecimiento y la creación de universidades, escuelas politécnicas, 
extensiones e institutos superiores técnicos, tecnológicos y pedagógicos y conservatorios 
superiores de música y artes”, conforme con los “requerimientos de profesionalización del 
talento humano identificados en el Plan Integral para la Amazonia y a los lineamientos que 
establezca el órgano rector de la educación superior” (lo subrayado me corresponde). 
 
Adicionalmente, el inciso final del citado artículo 27 de la LOPICTEA dispone que en el marco 
del fortalecimiento de la Educación Superior técnica, tecnológica y superior “se vinculará a 
otros centros de Educación Superior que transfieran conocimientos y tecnologías en la 
Circunscripción”, cuya implementación, de ser pertinente, “se podrá financiar con recursos del 
Fondo Común o el Fondo de Desarrollo Sostenible de acuerdo con las competencias del 
respectivo gobierno autónomo descentralizado” (lo subrayado me corresponde) 
 
Respecto de la distribución del Fondo para el Desarrollo Sostenible Amazónico, el artículo 60 
de la LOPICTEA prevé que el BCE procederá a informar al MEF el monto por distribuir en 
cada período, a fin de que dentro de los primeros diez (10) días de cada mes y sin necesidad de 
orden previa, el BCE transfiera directamente los recursos a sus beneficiarios. En este sentido, 
los incisos primero y segundo de la letra e) del referido artículo 60, materia de la primera 
consulta, establecen la siguiente distribución para la creación de universidades y escuelas 
politécnicas públicas de las provincias de Sucumbíos, Orellana, Morona Santiago y Zamora 
Chinchipe: 
 

“e) El tres por ciento (3 %) para la creación de universidades y escuelas politécnicas 
públicas de las provincias de Sucumbíos, Orellana, Morona Santiago y Zamora 
Chinchipe, conforme con los requerimientos de profesionalización del talento humano, 
identificados y a los lineamientos de política pública que establezca el órgano rector de 
la educación superior, para la cual el ente rector de finanzas públicas creará las 
subcuentas respectivas (lo subrayado me corresponde). 
 
La asignación será directa y distribuida en partes iguales en las subcuentas de cada 
uno de los proyectos de creación de universidades o escuelas politécnicas públicas que 
serán formulados y administrados por la Universidad Estatal Amazónica en las 
provincias de Sucumbíos y Zamora Chinchipe y de la Escuela Superior Politécnica de 
Chimborazo en las provincias de Orellana y Morona Santiago. Las instituciones 
designadas y las Comisiones Gestoras elaborarán un plan anual de inversiones con 
programación fiscal plurianual, cuya aprobación, seguimiento y evaluación estará a 
cargo de la Secretaria Técnica de la Circunscripción Territorial Amazónica y la 
Secretaria de Educación Superior Ciencia y Tecnología en el ámbito de sus 
competencias. (…)” (lo subrayado me corresponde). 
 

En cuanto a la distribución para el fortalecimiento de la Universidad Regional Amazónica 
IKIAM, las sedes y extensiones de la Universidad Estatal Amazónica en las provincias de 
Sucumbíos y Zamora Chinchipe y de la Escuela Superior Politécnica del Chimborazo en las 
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provincias de Orellana y Morona Santiago, los incisos primero y segundo de la letra f) del 
señalado artículo 60 de la LOPICTEA, materia de su segunda consulta, disponen lo siguiente: 
 

“f) El cinco por ciento (5 %) para el fortalecimiento de la Universidad Regional 
Amazónica IKIAM, y de las sedes y extensiones de la Universidad Estatal Amazónica en 
las provincias de Sucumbíos y Zamora Chinchipe y de la Escuela Superior Politécnica 
del Chimborazo en las provincias de Orellana y Morona Santiago (lo subrayado me 
corresponde). 
 
La asignación será directa y distribuida en partes iguales en las cuentas de la 
Universidad Regional Amazónica IKIAM, Universidad Estatal Amazónica y las 
subcuentas de los proyectos de creación de las universidades de las provincias de 
Sucumbíos, Orellana, Morona Santiago y Zamora Chinchipe, recursos que se invertirán 
para estas universidades para el funcionamiento de las mismas. Las instituciones 
designadas y las Comisiones Gestoras elaborarán un plan anual de inversiones con 
programación fiscal plurianual, cuya aprobación, seguimiento y evaluación estará a 
cargo de la Secretaria Técnica de la Circunscripción Territorial Amazónica y la 
Secretaria de Educación Superior Ciencia y Tecnología en el ámbito de sus 
competencias. (…)” (lo subrayado me corresponde). 

 
Finalmente, el inciso primero de la Disposición Transitoria Décima Primera de la LOPICTEA 
especifica que, con la finalidad de garantizar que los fondos provenientes de la letra f) del 
artículo 60 cumplan su objetivo, la STCTEA de manera conjunta con el ente rector de la 
educación superior y “la Universidad Regional Amazónica IKIAM, y las sedes y extensiones de 
la Universidad Estatal Amazónica en las provincias de Sucumbíos y Zamora Chinchipe y de la 
Escuela Superior Politécnica del Chimborazo en las provincias de Orellana y Morona 
Santiago”, elaborarán un plan anual de inversiones con programación fiscal plurianual, en el 
plazo de 90 días, a partir de la vigencia de dicha ley, cuya aprobación, seguimiento y evaluación 
estará a cargo de la STCTEA y la SENESCYT en el ámbito de sus competencias (lo subrayado 
me corresponde). 
 
De lo manifestado se observa que: i) el Gobierno Central brindará atención a la educación de la 
población de la Circunscripción Territorial Especial Amazónica, en función de promover el 
fortalecimiento y la creación de universidades, escuelas politécnicas y extensiones, entre otros, 
conforme con los requerimientos de profesionalización identificados y a los lineamientos 
establecidos por la SENESCYT; ii) se contempla la asignación del tres por ciento (3%) para la 
creación de universidades y escuelas politécnicas públicas, la misma que será distribuida en 
partes iguales en las subcuentas de cada uno de los proyectos que serán formulados y 
administrados por la Universidad Estatal Amazónica y la Escuela Superior Politécnica de 
Chimborazo, en las respectivas provincias; y, iii) se prevé una asignación del cinco por ciento 
(5%), directa y distribuida en partes iguales en las cuentas de: la Universidad Regional 
Amazónica IKIAM, las sedes y extensiones de la Universidad Estatal Amazónica en las 
provincias de Sucumbíos y Zamora Chinchipe y de la Escuela Superior Politécnica del 
Chimborazo en las provincias de Orellana y Morona Santiago, para su fortalecimiento, en 
armonía con lo señalado en el inciso primero de la Disposición Transitoria Décima Primera de 
la LOPICTEA.  
 
2.3. Reglas de interpretación de las normas.  
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El numeral 7 del artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional6 (en adelante LOGJCC), en armonía con la regla primera del artículo 18 del 
Código Civil7 prevén que: “Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor 
literal” en tal sentido, se observa que para el caso de la letra e) del artículo 60 de la 
LOPICTEA, los parámetros que se señalan en su primer inciso deben cumplirse en los 
proyectos presentados para la creación de universidades y escuelas politécnicas públicas, en las 
provincias de Sucumbíos, Orellana, Morona Santiago y Zamora Chinchipe, y en lo que respecta 
a la asignación de dicho fondo, el segundo inciso determina claramente que la distribución será 
de forma directa y en partes iguales en las subcuentas de cada uno de los proyectos aprobados 
de creación. 
 
Por otra parte, se debe observar que el citado artículo 3 de la LOGJCC, que contiene reglas de 
interpretación constitucional y ordinaria, en sus numerales 5 y 6 dispone: 
 

“5. Interpretación sistemática.- Las normas jurídicas deberán ser interpretadas a partir 
del contexto general del texto normativo, para lograr entre todas las disposiciones la 
debida coexistencia, correspondencia y armonía. 
 
6. Interpretación teleológica.- Las normas jurídicas se entenderán a partir de los fines 
que persigue el texto normativo.” (Lo subrayado me corresponde) 

 
En tal contexto se desprende que, de acuerdo con la letra f) del artículo 60 y la Disposición 
Transitoria Décima Primera de la LOPICTEA, corresponde al BCE transferir directamente, en 
partes iguales, el porcentaje del Fondo para el Desarrollo Sostenible Amazónico para el 
fortalecimiento de las tres instituciones de educación superior que ya se encuentran creadas 
(Universidad Regional Amazónica IKIAM y las sedes y extensiones de la Universidad Estatal 
Amazónica y de la Escuela Superior Politécnica del Chimborazo), diferenciándose de los 
proyectos de creación, a los cuales corresponde otro porcentaje. 
 
3. Pronunciamiento.  
 
En atención a los términos de su primera consulta, se concluye que, conforme a lo previsto en el 
artículo 3, numeral 7 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
y la regla primera del artículo 18 del Código Civil, la asignación del tres por ciento (3 %) en 
las subcuentas correspondientes a cada uno de los proyectos de creación de universidades 
o escuelas politécnicas públicas, formulados y administrados por la Universidad Estatal 
Amazónica en las provincias de Sucumbíos y Zamora Chinchipe, así como por la Escuela 
Superior Politécnica de Chimborazo en las provincias de Orellana y Morona Santiago, 
deberá efectuarse de manera equitativa para cada proyecto. Esta distribución se encuentra 
amparada por lo dispuesto en la letra e) del artículo 60 de la Ley Orgánica para la Planificación 
Integral de la Circunscripción Territorial Especial Amazónica, en este sentido, se debe entender 
que los requerimientos de profesionalización del talento humano y los lineamientos de política 
pública, establecidos por el órgano rector de la educación superior, se refieren a las 
consideraciones que deberán ser incluidas en la planificación y presentación de los proyectos de 
creación de estas instituciones de educación superior en las provincias mencionadas. 
 
En relación con los términos de la segunda consulta, se concluye que los beneficiarios 
señalados en la letra f) del artículo 60 de la Ley Orgánica para la Planificación Integral de 
																																																													
6 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009. 
7 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
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la Circunscripción Territorial Especial Amazónica son: la Universidad Regional 
Amazónica IKIAM, la Universidad Estatal Amazónica y la Escuela Superior Politécnica 
de Chimborazo, esta última, para el fortalecimiento de sus sedes en las provincias de 
Sucumbíos, Zamora Chinchipe, Orellana y Morona Santiago, cabe destacar que dichos 
beneficiarios se diferencian de los proyectos de creación de nuevas instituciones, los cuales 
están sujetos a la asignación de un porcentaje distinto de los recursos. 
 
El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la inteligencia y 
aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad 
consultante su aplicación a los casos institucionales específicos. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
  
C.C. Mgs. Guillermo Enrique Avellán Solines 

Gerente General del Banco Central del Ecuador 
 

Mtr. Juan Carlos Vega Malo 
Ministro de Economía y Finanzas 

 
Mtr. Gustavo Piedra Jimbo 
Secretario Técnico de la Amazonía 
Secretaría Técnica de la Circunscripción Territorial Especial Amazónica 

 
Mtr. Sariha Belén Moya Angulo 
Secretaria Nacional de Planificación 

 
 
 
 

Firmado electrónicamente por:

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
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Oficio No. 09222 
            
 
Quito, DM, 29 de octubre de 2024  
 
 
Ingeniera  
Karla Gabriela Reátegui Encarnación 
PREFECTA 
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO PROVINCIAL DE ZAMORA 
CHINCHIPE  
Zamora Chinchipe.  
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. GADPZCH-P-0674-2024, de 10 de junio de 2024, ingresado en la 
Dirección Regional de la Procuraduría General del Estado Loja el 17 del mismo mes y 
año, y remitido a este despacho con oficio No. PGE-DRLJ-2024-00105, de 25 de junio 
del presente año, recibido al día siguiente, se reformularon las consultas inicialmente 
planteadas en oficio No. GADPZCH-P-0571-2024, de 16 de mayo de 2024, en los 
siguientes términos: 
 

1. “Es procedente aplicar los Arts. 237, 238 y 240 del Reglamento a la Ley 
Orgánica de Servicio Público; o, el Acuerdo Ministerial 0127-2013, de fecha 
29 de julio de 2013, en cuanto al pedido que hace la Asociación de 
Empleados del GAD Provincial de Zamora Chinchipe, de que se les brinde a 
los servidores del GAD Provincial de Zamora Chinchipe, los beneficios de 
alimentación, transporte y guardería.?”. 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
1.1. Con oficio No. PGE-DRLJ-2024-00090, de 28 de mayo de 2024, la Dirección 

Regional de la Procuraduría General del Estado en Loja, solicitó al Gobierno 
Autónomo Descentralizado Provincial de Zamora Chinchipe (en adelante, “GADP 
Zamora Chinchipe”) reformular los términos de las consultas contenidas en oficio 
No. GADPZCH-P-0571-2024, de 16 de mayo de 2024. 
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1.2. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender la consulta, 
mediante oficio No. 07758, de 11 de julio de 2024, la Procuraduría General del 
Estado solicitó al Ministerio del Trabajo (en adelante, “MDT”) que remita su 
criterio jurídico institucional sobre la materia objeto de la consulta. Este 
requerimiento fue atendido por la Subsecretaria de Normativa del MDT a través del 
oficio No. MDT-SN-2024-0560-O, de 17 de julio de 2024, recibido en el correo de 
este organismo al día siguiente.  

 
1.3. El informe jurídico de la consultante contenido en oficio No. 377-DPS-GPZCH, de 

07 de junio de 2024, suscrito por el Procurador Síndico del GADP Zamora 
Chinchipe se ratificó en los “antecedentes y base legal esgrimidos en el informe 
jurídico emitido con Of. No. 174-DPS-GPZCH, de fecha Zamora, 20 de marzo de 
2024” el cual citó, en lo principal, los artículos 226 y 233 de la Constitución de la 
República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 3 y 96 de la Ley Orgánica del 
Servicio Público2 (en adelante, “LOSEP”); 236, 237, 238 y 240 del Reglamento 
General a la Ley Orgánica del Servicio Público3 (en adelante, “RGLOSEP”); y, 4 y 
la Disposición Transitoria Segunda del Acuerdo Ministerial No. MRL-2013-01274 
que contiene la “NORMA SUSTITUTIVA A LA NORMA QUE REGULA EL 
SERVICIO DE ALIMENTACIÓN PARA LAS Y LOS SERVIDORES PÚBLICOS” 
(en adelante, “Norma que Regula el Servicio de Alimentación”), con fundamento 
en los cuales analizó y concluyó lo siguiente: 

 
“4.- Conclusión.- 
 
Por lo expuesto en la normativa constitucional y legal antes expuesta me 
permito determinar las siguientes conclusiones:  
 
1. Los beneficios de alimentación y transporte, si bien están contemplados en 

un cuerpo normativo vigente en el país, como es el Reglamento General a la 
Ley Orgánica de Servicio Público, éstos no podrían ser acreditados en 
valores a las cuentas de sus servidores, en razón de que ni en la LOSEP, ni 
en su Reglamento de aplicación, se prevé la acreditación en las cuentas de 
los servidores públicos por concepto de alimentación y transporte. 
 

2. A partir de la vigencia del Acuerdo Ministerial 0127-2013, las entidades 
públicas contempladas en el art. 3 de la LOSEP se establece una prohibición 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOSEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 
3 RGLOSEP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 418 de 1 de abril de 2011. 
4 Norma que Regula el Servicio de Alimentación, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 048 de 31 de julio de 2013. 
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de brindar estos beneficios, al señalar que se abstendrán de suscribir 
contratos destinados a la provisión de servicios alimentación para los 
servidores públicos; y, a partir del año 2014, el Ministerio de Relaciones 
Laborales, terminó la posibilidad de entregar valores para cubrir los montos 
por el servicio de alimentación.  

 
3. En cuanto al servicio de GUARDERIA, SI considero que la Institución debe 

brindarlo, primero por tratarse del hecho que los beneficiarios son grupos 
de atención prioritaria (niños) a los que estamos obligados a salvaguardar, 
y es nuestro deber protegerlos y cuidarlos, brindándoles atenciones 
especiales y urgentes; y segundo, por cuanto la propia Ley que lo regula, el 
Reglamento a la LOSEP, lo señala como un imperativo, pudiendo 
coordinarse con otras entidades de orden público, como el MIES, a fin de a 
través de convenios, brindar dicho servicio en debida forma, en los modos y 
formas que establece la normativa vigente. En tal consideración sugiero que 
se haga los acercamientos con el MIES a fin de que se establezca un 
convenio para brindar dicho servicio a los hijos de los servidores del 
GADPZCH, bajo los acuerdos que se alcancen entre ambas entidades”. (El 
subrayado me corresponde). 

 
1.4. El criterio jurídico del MDT, además de las normas señaladas anteriormente citó, 

en lo principal, los artículos 225 y 229 de la CRE; 51 letra a) y la Disposición 
General Décima Cuarta de la LOSEP; 27 de la Ley Orgánica del Derecho al 
Cuidado Humano5 (en adelante, “LODCH”); 112 del RGLOSPE; y, 4, 7 y la 
Disposición General Segunda del Acuerdo Ministerial No. MDT-2023-0856, que 
contiene la “NORMA QUE REGULA EL BENEFICIO DE GUARDERÍA PARA EL 
CUIDADO DIARIO INFANTIL A FAVOR DE LAS HIJAS Y LOS HIJOS DE LAS Y 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS, O NIÑAS Y NIÑOS QUE SE ENCUENTREN 
BAJO CUIDADO O PATRIA POTESTAD DE LAS Y LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS, HASTA EL DÍA QUE CUMPLAN LOS 5 AÑOS DE EDAD” (en 
adelante, “Norma que Regula el Beneficio de Guardería”), luego de lo cual 
manifestó y concluyó: 

 
“2.- ANTECEDENTES 

 

                                       
5 LODCH, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 309 de 12 de mayo de 2023. 
6 Norma que Regula el Beneficio de Guardería, publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 344 de 3 de julio de 
2023. 
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El Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial de Zamora Chinchipe con 
Oficio Nro. GADPZCH-P-0572-2024 de 31 de mayo de 2024, ingresado a esta 
Subsecretaría el 03 de junio de 2024, realizó las siguientes consultas: 
 
1. ‘¿Es legal o no, que el Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial de 
Zamora Chinchipe, pague o contrate para cada servidor público de su 
dependencia los beneficios y de alimentación y transporte, incorporando 
partidas presupuestarias para ese efecto?’ 
2. ‘¿Es legal o no, que el Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial de 
Zamora Chinchipe, brinde o pague el servicio de guardería, a las/los hijas/os/ 
menores de 5 años, de las y los funcionarios de esta Entidad Pública)?’ 
 
En respuesta, esta cartera de Estado emitió el Oficio Nro. MDT-SN-2024-0446-
O de 14 de junio de 2024, señalando lo siguiente: 

 
‘Consulta Nro. 1 
Conforme lo determinado en la Disposición Transitoria Segunda del Acuerdo 
Ministerial Nro. MRL-2013-0127, a partir del año 2014 las instituciones del 
Estado no podrán implementar el servicio de alimentación para los servidores 
públicos; regulación que se encuentra vigente hasta la presente fecha.  
Por otra parte, en cuanto al beneficio por gastos de transporte, el Ministerio del 
Trabajo no ha emitido normativa alguna, que determine los montos y 
características para la contratación de este servicio. (El subrayado me 
corresponde).  
 
Consulta Nro. 2 
El Ministerio del Trabajo, en cumplimiento de lo determinado en la Sentencia 3-
19-JP/20 y Acumulados, emitió el Acuerdo Ministerial Nro. MDT-2023-085 que 
permite viabilizar la ejecución de las disposiciones establecidas en la referida 
Sentencia, en la Disposición General Décima Cuarta de la Ley Orgánica del 
Servicio Público, en el artículo 27 de la Ley Orgánica del Derecho al Cuidado 
Humano y en el artículo 236 del Reglamento General a la LOSEP.  
En este contexto, según lo establecido en la Disposición General Segunda del 
referido Acuerdo Ministerial, los Gobiernos Autónomos Descentralizados que 
no cuenten con centros de cuidado infantil, no puedan crear un centro de 
cuidado infantil o no puedan suscribir convenios con otras instituciones del 
Estado, deberán emitir el acto normativo correspondiente, que regule el pago 
del beneficio de Guardería para el cuidado diario infantil a favor de los hijos de 
los servidores públicos y niños que se encuentren bajo cuidado o patria potestad 
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de servidores públicos, hasta el día que cumplan los 5 años de edad, 
considerando como techo monetario el valor determinado en el artículo 7 de 
esta normativa, ya que deberán observar su real capacidad económica que 
permita mantener en el tiempo, el referido pago; así como, también los demás 
lineamientos determinados en el presente Acuerdo.’” (El subrayado me 
corresponde).  

(…) 

4. PRONUNCIAMIENTO: 
 
En razón de lo expuesto, con fundamento en la normativa citada y en virtud de 
que la consulta efectuada por la Procuraduría General del Estado con Oficio 
Nro. 07758 de 11 de julio de 2024, tiene relación con la consulta efectuada por 
la Prefectura de Zamora Chinchipe mediante Oficio Nro. GADPZCH-P-0572-
2024 de 31 de mayo de 2024, me permito adjuntar para su conocimiento, la 
respuesta emitida por el Ministerio del Trabajo mediante Oficio Nro. MDT-SN-
2024-0446-O de 14 de junio de 2024, y que fue remitido de manera oportuna a 
la Prefectura de Zamora Chinchipe. (El subrayado me corresponde).  

 
1.5. De lo expuesto se desprende que el informe jurídico del GADP Zamora Chinchipe 

coincide con el criterio jurídico del MDT. De manera general, manifiestan que no 
pueden ser acreditados a las cuentas de los servidores públicos los valores por 
concepto de alimentación y transporte, precisando la entidad consultante que ni la 
LOSEP ni el RGLOSEP prevén tal posibilidad.  
 
Tanto el GADP Zamora Chinchipe como el MDT afirman que, de conformidad con 
lo establecido en la Norma que Regula el Servicio de Alimentación, a partir de 
2014 las instituciones del Estado no pueden implementarlo. En el caso del 
beneficio por gastos de transporte, el MDT manifiesta que no se ha emitido 
normativa que determine los montos y características para la contratación del 
mismo.  
 
Finalmente, en relación al beneficio de guardería, la entidad consultante y el MDT 
estiman que constituye una obligación legal. Al efecto, el MDT agrega que, de 
acuerdo con lo establecido en la Disposición General Segunda de la Norma que 
Regula el Beneficio de Guardería, los Gobierno Autónomos Descentralizados (en 
adelante¸ “GAD”) que no cuenten con centros de cuidado infantil, no puedan crear 
un centro de cuidado infantil o no puedan suscribir convenios con otras 
instituciones del Estado, deberán emitir el acto normativo correspondiente que 
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regule su pago, considerando como techo monetario el valor previsto en el artículo 
7 de esa norma.  

 
2. Análisis. - 
 
Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata su consulta, el análisis se referirá 
a los siguientes puntos: i) Competencia del MDT en materia de recursos humanos y 
remuneraciones y la facultad normativa de los GAD; ii) El beneficio de guardería; iii) El 
beneficio de alimentación; y, iv) El beneficio de transporte. 
 
2.1. Competencia del MDT en materia de recursos humanos y remuneraciones y la 
facultad normativa de los GAD. - 
 
De acuerdo con lo previsto en el inciso segundo del artículo 141 de la CRE, la Función 
Ejecutiva está integrada, entre otros, por los Ministerios de Estado y los demás 
organismos e instituciones necesarios para cumplir, en el ámbito de su competencia, 
“las atribuciones de rectoría, planificación, ejecución y evaluación de las políticas 
públicas nacionales y planes que se creen para ejecutarlas” (el subrayado me 
corresponde). 

 
El inciso segundo del artículo 229 de la CRE señala que: “La ley definirá el organismo 
rector en materia de recursos humanos y remuneraciones para todo el sector público”, 
y regulará el ingreso, ascenso, promoción, incentivos, régimen disciplinario, estabilidad, 
sistema de remuneración y cesación de funciones de sus servidores (el subrayado me 
corresponde). 
 
En este contexto, el artículo 3 de la LOSEP, al referirse a su ámbito, establece que sus 
disposiciones “son de aplicación obligatoria, en materia de recursos humanos y 
remuneraciones, en toda la administración pública”, que comprende, entre otros, según 
su numeral 2 a “Las entidades que integran el régimen autónomo descentralizado y 
regímenes especiales” (el subrayado me corresponde). 
 
Al efecto, el artículo 50 ibídem establece que el MDT y las Unidades de Administración 
de Talento Humano de cada entidad comprendida en su artículo 3 son los organismos 
encargados de la aplicación de dicha ley, en lo relativo a la administración del talento 
humano y remuneraciones,  
 
Concordante, la letra a) del artículo 51 de la LOSEP establece como una competencia 
del MDT el “Ejercer la rectoría en materia de remuneraciones del sector público y 
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expedir las normas técnicas correspondientes en materia de recursos humanos, 
conforme lo determinado en esta ley”. El antepenúltimo inciso del mismo artículo 
prevé, adicionalmente, que en las entidades del sector público “el porcentaje de 
incremento de las remuneraciones y cualquier otro beneficio que cause un egreso 
económico de un ejercicio a otro, como máximo, será el que determine el Ministerio del 
Trabajo”, previo informe favorable del Ministerio de Economía y Finanzas (en 
adelante, “MEF”), respecto de la disponibilidad económica cuando fuere del caso (el 
subrayado me corresponde). 
 
Por su parte, la Disposición General Décima Cuarta de la LOSEP prohíbe expresamente 
“el restablecimiento, mantenimiento o creación de rubros o conceptos que impliquen 
beneficios de carácter económico o material no contemplados en esta ley”, en lo 
relacionado a gastos de personal de cualquier naturaleza, o bajo cualquier 
denominación, “a excepción de los gastos por transporte, alimentación, guardería y 
uniformes, los que serán regulados por la norma que el Ministerio del Trabajo emita 
para el efecto” (el subrayado me corresponde). 
 
Agrega el inciso primero del artículo 112 del RGLOSEP que, el MDT “constituye el 
organismo rector en lo relativo a la administración del talento humano y 
remuneraciones e ingresos complementarios”, de los servidores del sector público. 
Adicionalmente, el inciso segundo del artículo 236 ibídem determina que: “Los 
beneficios de transporte, alimentación, uniformes y guarderías, que deberán ser 
regulados por el Ministerio de Relaciones Laborales”, en los que se determinarán las 
características técnicas relacionadas con salud ocupacional, y “techos de gastos para 
cada uno de ellos, para lo cual previamente deberá contarse con la respectiva 
disponibilidad presupuestaria” (el subrayado me corresponde). 
  
De otro lado, el inciso primero del artículo 5 del Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización7 (en adelante, “COOTAD”) señala que, la 
autonomía política, administrativa y financiera de los GAD y regímenes especiales 
prevista en la CRE comprende “el derecho y la capacidad efectiva de estos niveles de 
gobierno para regirse mediante normas y órganos de gobierno propios, en sus 
respectivas circunscripciones territoriales, bajo su responsabilidad”, sin intervención 
de otro nivel de gobierno y en beneficio de sus habitantes. En cuanto a la autonomía 
política, el inciso segundo del artículo ibídem reitera que ésta se expresa, entre otros, en 
el “pleno ejercicio de las facultades normativas y ejecutivas sobre las competencias de 
su responsabilidad” (el subrayado me corresponde). 
 
                                       
7 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre 2010. 
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En este orden de ideas, la Disposición General Segunda de la Norma que Regula el 
Beneficio de Guardería prevé que, en el caso de que los GAD, Universidades Públicas y 
Escuelas Politécnicas Públicas que no cuenten con centros de cuidado infantil para 
brindar el beneficio de guardería; no puedan crear un centro de cuidado infantil; o, no 
puedan suscribir convenios con otras instituciones del Estado para la utilización de 
centros de cuidado infantil ya creados; “podrán cancelar el beneficio a través de un 
pago monetario según lo determinado en el artículo 7” de dicho Acuerdo, “el mismo 
que será considerado como techo monetario”. Precisa la referida disposición que le 
corresponde a cada GAD o Universidad Pública y Escuela Politécnica Pública “emitir el 
acto normativo correspondiente que regule el pago monetario, observando su real 
capacidad económica y demás lineamientos emitidos en el presente Acuerdo” (el 
subrayado me corresponde). 
 
De lo expuesto se observa que: i) las disposiciones de la LOSEP, en principio, son de 
aplicación obligatoria, en materia de recursos humanos y remuneraciones, en toda la 
administración pública, incluyendo las entidades que integran el régimen autónomo 
descentralizado; ii) de acuerdo con la LOSEP, compete al MDT ejercer la rectoría en 
materia de remuneraciones del sector público y expedir las normas técnicas 
correspondientes en materia de recursos humanos; iii) el porcentaje de incremento de 
beneficios, como los gastos por transporte, alimentación y guardería, que causen egreso 
económico, deben ser regulados por el MDT determinado los techos de gastos para cada 
uno de ellos; iv) la autonomía política de los GAD comprende el derecho y la capacidad 
efectiva de estos niveles de gobierno para regirse mediante normas propias, en ejercicio 
de sus facultades normativas; y, v) según la Norma que Regula el Beneficio de 
Guardería, corresponde a cada GAD emitir el acto normativo que regule el pago 
monetario por guardería, observando su real capacidad económica y lo determinado en 
el artículo 7 ibidem, el mismo que será considerado como techo monetario.  
 
2.2. El beneficio de guardería. -  
 
De conformidad con lo previsto en la letra p) del artículo 23 de la LOSEP, entre los 
derechos irrenunciables de los servidores públicos consta el “Mantener a sus hijos e 
hijas, hasta los cinco (5) años, en un centro de cuidado infantil pagado y elegido por la 
entidad pública” (el subrayado me corresponde).  
 
En el mismo sentido, el inciso primero del artículo 27 de la LODCH establece que, las 
instituciones públicas y privadas “deben ofrecer servicios de cuidado infantil propios 
para los hijos de los trabajadores hasta los cinco (5) años de edad”, agregando que: 
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“Si no fuere posible, la entidad podrá realizar acuerdos con centros de cuidado infantil 
privado que se encuentren cerca del lugar de trabajo” (el subrayado me corresponde). 
 
El inciso segundo del citado artículo señala además que, en caso de las instituciones 
públicas que no cuenten con los servicios necesarios descritos en este artículo, “se 
deberán priorizar en sus planes operativos y presupuestarios anuales la entrega de 
compensaciones económicas o la celebración de convenios interinstitucionales que 
viabilicen este derecho” (el subrayado me corresponde). Precisa el tercer inciso del 
artículo ibídem que el empleador, tanto del sector público como del privado, recibirá las 
solicitudes de las personas trabajadoras para acceder a este beneficio, pudiendo optar la 
dotación de dichos servicios a través de: “a) Centros de cuidado diario infantil 
financiados con recursos públicos; b) Centros de cuidado diario infantil, creados o que 
se creen y manejados directamente por las instituciones del sector público o sector 
privado; o, c) Centros de cuidado infantil privado”. 
 
El inciso primero del artículo 240 del RGLOSEP determina que, las instituciones 
comprendidas en el ámbito de la LOSEP deberán conceder únicamente a los hijos de sus 
servidores, o niños de los servidores públicos que se encuentren bajo su cuidado o patria 
potestad, “el servicio de cuidado diario infantil, hasta el día que cumplan los 5 años de 
edad”, el mismo que podrá ser brindado “de acuerdo al siguiente orden de prioridad: 
a) Centros de cuidado diario infantil financiados por el Instituto de la Niñez y la 
Familia - INFA; b) Centros de cuidado diario infantil, creados o que se creen y 
manejados directamente por las instituciones del sector público; o, c) Centros de 
cuidado infantil privado”, en armonía con lo determinado en el artículo 4 de la Norma 
que Regula el Beneficio de Guardería. (El subrayado me corresponde). 

 
Al efecto, el inciso siguiente a la letra c) del artículo 240 del RGLOSEP añade que, las 
instituciones recibirán las solicitudes de los servidores para acceder a este beneficio y 
“lo concederán de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria y organización interna y 
planes pedagógicos del centro de cuidado infantil”. Adicionalmente, el citado artículo 
menciona que: “Podrán realizarse convenios entre dos o más instituciones para que se 
utilicen las instalaciones de una institución por parte de las o los hijos de las o los 
servidores que laboren en otra institución” (el subrayado me corresponde). 
 
En caso de que una institución no cuente con los servicios necesarios, el inciso final del 
mencionado artículo 240 prevé que “podrá pagarse en dinero por cada hijo que tengan 
cumplido hasta el día que cumpla los 5 años de edad”, al servidor hasta los montos 
máximos establecidos por el MDT, y previo el respectivo dictamen favorable del MEF 
(el subrayado me corresponde). 
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De lo manifestado se desprende que: i) constituye un derecho irrenunciable de los 
servidores públicos mantener a sus hijos o menores que se encuentren bajo su cuidado o 
patria potestad, hasta los cinco años, en un centro de cuidado infantil pagado y elegido 
por la entidad pública; ii) de acuerdo con la LODCH, el empleador puede optar por la 
dotación del servicio a través de centros de cuidado diario infantil financiados con 
recursos públicos; centros de cuidado diario infantil, creados o que se creen y 
manejados directamente por las instituciones del sector público o sector privado; o, 
centros de cuidado infantil privado; y, iii) según el inciso final del artículo 240 del 
RGLOSEP, la institución puede pagar en dinero al servidor hasta los montos máximos 
establecidos por el MDT, previo el respectivo dictamen favorable del MEF.  
 
2.3. El beneficio de alimentación. -  
 
El inciso primero del artículo 238 del RGLOSEP prevé que: “Las instituciones públicas 
sobre la base de las disponibilidades presupuestarias, podrán implementar en beneficio 
de las y los servidores, el servicio de alimentación”, que será proporcionado “a través 
de la contratación de empresas especializadas en la materia, que cumplan con todas las 
regulaciones sanitarias, de calidad y que se encuentren registradas” en el MDT como 
prestadoras de actividades complementarias de alimentación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 3 del Mandato Constituyente No. 8 (el subrayado me 
corresponde). 
 
De acuerdo con el inciso segundo del citado artículo, la contratación comprenderá una 
comida diaria, a la mitad de la jornada de trabajo, “dentro de las instalaciones de la 
entidad, en un local específico, y exclusivamente adecuado para el efecto”, que reúna 
todas las condiciones de aseo, comodidad y orden necesarias; o, “en un establecimiento 
contiguo a la institución”, que igualmente cumpla con las condiciones antes descritas 
(el subrayado me corresponde). 
 
El inciso quinto del mismo artículo 238 del RGLOSEP determina que: “El monto 
máximo de pago será el establecido de conformidad con los techos que para el efecto 
establezca el Ministerio de Relaciones Laborales”, previo el dictamen favorable del 
MEF (el subrayado me corresponde). 
 
Agrega el inciso séptimo ibídem que, para el servicio de alimentación, las instituciones 
que, por encontrarse sus instalaciones físicas ubicadas en zonas cercanas entre ellas, 
“podrán obtener el servicio de alimentación para las o los servidores, mediante 
contratos conjuntos y que respondan a intereses mutuos”. Cuando no se disponga de 
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instalaciones físicas propias para proporcionar el servicio de alimentación, “la 
institución puede contratar con proveedores de alimentos preparados, sean estos, 
fondas, restaurantes, u otros similares, cuyo funcionamiento se encuentre autorizado 
legalmente”, para lo cual se asegurará que los servidores tengan el tiempo suficiente 
para su salida y retorno en el tiempo asignado y que no forma parte de la jornada 
ordinaria de trabajo institucional. 
 
El inciso octavo del artículo referido dispone además que, en ciudades y sitios que no se 
disponga de empresas especializadas en la materia o de locales que proporcionen 
alimentos preparados, “las instituciones podrán gestionar la obtención del servicio a 
través de personas particulares de la localidad, lo cual se justificará a través de 
obtención de bienes y servicios directos”, para lo cual la UATH o quien hiciere sus 
veces, deberá llevar los controles respectivos (el subrayado me corresponde). 
 
El inciso noveno del artículo ibídem señala que, en los casos en que los servidores 
pertenecientes a una institución, que por la misión que cumple la misma o sus 
servidores, “deban prestar sus servicios en otra institución de las determinadas en el 
artículo 3 de la LOSEP, y reciban este beneficio en su institución de origen, de manera 
directa o en dinero”, la institución donde se encuentren temporalmente prestando sus 
servicios comunicará a la institución de origen para que el monto correspondiente a la 
alimentación no sea considerado respecto del servidor que se encuentra en la otra 
institución, “siempre y cuando en dichas instituciones se otorgue el servicio de 
alimentación”, recalcando el inciso final que: “El Ministerio de Relaciones Laborales, 
emitirá la norma técnica correspondiente” (el subrayado me corresponde). 
 
Sobre la aplicación del artículo 238 del RGLOSEP y la Disposición General Décima 
Cuarta de la LOSEP, citada en el acápite anterior, mediante oficio No. 04422, de 21 de 
octubre de 2011, cuya copia se acompaña, la Procuraduría General del Estado analizó y 
concluyó lo siguiente:  
 

“Por lo expuesto, se concluye que los servidores del Municipio de Cantón 
Putumayo que laboren en jornada ordinaria o especial, podrán beneficiarse del 
servicio de alimentación que otorgue esa Entidad, de conformidad con la 
Disposición General Décima Cuarta de la Ley Orgánica del Servicio Público y 
el Art. 238 de su Reglamento General, en la forma que lo regule el Ministerio de 
Relaciones Laborales. Por lo tanto, el Municipio del Cantón Putumayo no puede 
acreditar el valor correspondiente a la alimentación en las cuentas de sus 
servidores, en razón de que ni en la LOSEP, ni en su Reglamento de aplicación, 
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se prevé la acreditación en las cuentas de los servidores públicos el valor en 
dinero por costo de alimentación (el subrayado me corresponde). 
 
Lo manifestado está sujeto a que exista la respectiva asignación presupuestaria 
al efecto, de conformidad con el artículo 115 del Código Orgánico de 
Planificación y Finanzas Públicas” (el subrayado me corresponde). 

 
Con posterioridad al referido pronunciamiento se expidió la Norma que Regula el 
Servicio de Alimentación cuyo objeto, según su artículo 1, es “Regular y establecer los 
montos al que deberán sujetarse las instituciones del Estado para proveer del servicio 
de alimentación a las y los servidores públicos” (el subrayado me corresponde). Agrega 
el artículo 2 ibídem que: “Las disposiciones de la presente norma son de aplicación 
obligatoria en todas las instituciones del Estado establecidas en el artículo 3 de la Ley 
Orgánica del Servicio Público” (el subrayado me corresponde). 
 
Si bien el artículo 3 de la Norma que Regula el Servicio de Alimentación dispone que: 
“El valor que las instituciones podrán pagar por el servicio de alimentación será hasta 
de cuatro dólares (USD 4,00) sin incluir el I.V.A., por cada servidora o servidor 
público y por cada día laborado”, su Disposición Transitoria Segunda estableció en su 
inciso primero que, a partir de la publicación de esa norma, las instituciones se 
abstendrán de suscribir contratos destinados a la provisión de servicios de alimentación 
para los servidores públicos, agregando que: “Desde el año 2014 las instituciones del 
Estado no asignarán ni entregarán valor alguno para cubrir este servicio” (el 
subrayado me corresponde). 
 
Finalmente, el inciso segundo de la citada Disposición Transitoria Segunda prevé que el 
“Ministerio de Relaciones Laborales, a partir de la publicación de la presente norma, 
no aprobará nuevos casos especiales donde se entregue el valor en monetario u otras 
autorizaciones” (el subrayado me corresponde). 
 
De lo referido se observa que: i) las instituciones públicas, sobre la base de las 
disponibilidades presupuestarias, pueden implementar, en beneficio de los servidores, el 
servicio de alimentación, a través de la contratación de empresas especializadas; ii) de 
acuerdo con lo previsto en el RGLOSEP, el monto máximo de pago será el establecido 
de conformidad con los techos que para el efecto determine el actual MDT, previo 
dictamen favorable del MEF; iii) corresponde al MDT emitir la norma técnica 
correspondiente; y, iv) el MDT, en la Disposición Transitoria Segunda de la Norma que 
Regula el Servicio de Alimentación, previó que, a partir de 2014, las instituciones del 
Estado no asignarán ni entregarán valor alguno para cubrir el servicio de alimentación y 
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tampoco dicha cartera de Estado aprobará nuevos casos especiales donde se entregue el 
valor en monetario u otras autorizaciones. 
 
2.4. El beneficio de transporte. -  
 
De conformidad con el inciso primero del artículo 237 del RGLOSEP, las instituciones 
“en virtud de la disponibilidad presupuestaria, podrán implementar servicios de 
transporte para facilitar la movilización de las y los servidores públicos a las horas de 
entrada y salida de las jornadas de trabajo”. El inciso segundo del artículo ibídem 
prevé que: “El beneficio de transporte será proporcionado institucionalmente o a 
través de la contratación de empresas especializadas, que cumplan con todas las 
regulaciones para brindar estos servicios”, determinadas por las autoridades 
competentes (el subrayado me corresponde). 
 
El inciso cuarto del mismo artículo 237 del RGLOSEP establece que, con el propósito 
de optimizar recursos públicos, dos o más instituciones del Estado que se encuentren 
cercanas podrán suscribir convenios interinstitucionales que les permita contratar 
conjuntamente el servicio de transporte para sus servidores. El penúltimo inciso del 
artículo ibídem dispone que: “El servicio de transporte no podrá ser cancelado en 
dinero, salvo los casos en que las instituciones si cuenten con el servicio de transporte y 
que por motivos operativos se vean imposibilitados de ampliar la ruta hacia algún o 
algunos servidores”, en cuyo caso se les podrá reconocer en dinero, conforme el monto 
de transporte establecido para los servidores que sí pueden hacer uso del servicio, dentro 
del convenio con la empresa de transporte. 
 
El inciso final del mencionado artículo 237 agrega que, si en razón del ejercicio de sus 
funciones un servidor debe movilizarse a diversos lugares dentro de una misma ciudad, 
tendrá derecho a que se cancele en forma previa el valor correspondiente a las 
movilizaciones a efectuarse, debiendo justificar el valor de las mismas con la 
correspondiente hoja de ruta y documentos que acrediten el cumplimiento de las 
actividades asignadas, con cargo al fondo de reposición. 
 
Al respecto, con oficio No. 11171, de 21 de diciembre de 2012, citado en oficio No. 
12660, de 04 de abril de 2013, este organismo concluyó que.  
 

“(…) los servidores públicos amparados por la LOSEP, que laboren en jornada 
ordinaria o especial, se podrán beneficiar del servicio de transporte que otorgue 
esa Entidad, de conformidad con la Disposición General Décima Cuarta de la 
LOSEP y el artículo 237 de su Reglamento General. En consecuencia, no 
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procede el pago a los servidores del valor correspondiente a transporte sino 
solo por excepción cuando por razones operativas, el servicio que preste o 
contrate la entidad, no pueda ser ampliado a todos los servidores.  

 
(…) la prestación del servicio de transporte o su pago por excepción, están 
sujetos a que exista la respectiva asignación presupuestaria, de conformidad 
con el artículo 115 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas” 
(el subrayado me corresponde).  

 
De lo referido se concluye que: i) las instituciones públicas, en virtud de la 
disponibilidad presupuestaria, podrán implementar servicios de transporte a través de la 
contratación de empresas especializadas; ii) el servicio de transporte no puede ser 
cancelado en dinero, salvo los casos en que las instituciones sí cuenten con el servicio 
de transporte y que por motivos operativos se vean imposibilitados de ampliar la ruta 
hacia algún servidor; iii) la prestación del servicio de transporte o su pago por 
excepción, están sujetos a que exista la respectiva asignación presupuestaria; y, iv) el 
MDT no ha regulado expresamente la materia.  
 
3. Pronunciamiento. -  
 
En atención a los términos de la consulta se concluye que, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 51 y la Disposición General Décima Cuarta de la LOSEP; y, el 
artículo 236 de su Reglamento General, los gastos por transporte, alimentación y 
guardería, que causen egreso económico, deben ser regulados por el MDT, 
determinando a través de las respectivas normas técnicas los techos de gastos para cada 
uno de ellos, dentro de los cuales los gobiernos autónomos descentralizados pueden 
emitir sus regulaciones, de acuerdo con lo establecido en el artículo 5 del COOTAD. 
 
En consideración de lo expuesto, y de acuerdo con lo establecido en el inciso segundo 
de la Disposición Transitoria Segunda de la “NORMA SUSTITUTIVA A LA NORMA 
QUE REGULA EL SERVICIO DE ALIMENTACIÓN PARA LAS Y LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS”, a partir del 2014 las instituciones del Estado no asignarán ni entregarán 
valor alguno para cubrir el servicio de alimentación y tampoco el MDT aprobará nuevos 
casos especiales donde se entregue el valor en monetario u otras autorizaciones. 
 
Respecto de la prestación del servicio de transporte, en atención a la Disposición 
General Décima Cuarta de la LOSEP; y, el artículo 237 de su Reglamento General, las 
instituciones públicas deberán observar la norma técnica que emita el MDT en la que se 
determine los techos de gastos y características para el efecto. Adicionalmente, las 
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instituciones públicas, en virtud de la disponibilidad presupuestaria, podrán 
implementar servicios de transporte a través de la contratación de empresas 
especializadas. 
 
Finalmente, en relación al beneficio de guardería, según los artículos 23 letra p) de la 
LOSEP; 27 de la LODCH; 240 inciso final del Reglamento General a la LOSEP; y, la 
Disposición General Segunda de la “NORMA QUE REGULA EL BENEFICIO DE 
GUARDERÍA PARA EL CUIDADO DIARIO INFANTIL A FAVOR DE LAS HIJAS Y 
LOS HIJOS DE LAS Y LOS SERVIDORES PÚBLICOS, O NIÑAS Y NIÑOS QUE SE 
ENCUENTREN BAJO CUIDADO O PATRIA POTESTAD DE LAS Y LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS, HASTA EL DÍA QUE CUMPLAN LOS 5 AÑOS DE 
EDAD”, en caso de que los gobiernos autónomos descentralizados no cuenten con 
centros de cuidado infantil para brindar dicho beneficio; no puedan crear un centro de 
cuidado infantil; o, no puedan suscribir convenios con otras instituciones del Estado 
para la utilización de centros de cuidado infantil ya creados, pueden cancelarlo a través 
de un pago monetario, según lo determinado en el artículo 7 ibídem, el mismo que será 
considerado como techo, para cuyo efecto, les corresponde emitir el acto normativo 
respectivo, observando su real capacidad económica y demás lineamientos emitidos por 
el MDT.  
 
El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
  
 
C.C. Mgs. Ivonne Elizabeth Núñez Figueroa 

Ministra del Trabajo 
 
 
  

Firmado electrónicamente por:

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
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Oficio No. 09221 
 
 
Quito, DM, 29 de octubre de 2024 
 
Ingeniera  
Janeth Yesenia Arias Cordero 
GERENTE GENERAL 
EMPRESA PÚBLICA DE DESARROLLO Y CONSTRUCCIONES DEL GOBIERNO 
AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO PROVINCIAL DE NAPO - EP-EMPRODECO 
Tena.  
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. EP-EMPRODECO-GG-2024-078, de 05 de julio de 2024, 
ingresado en la Procuraduría General del Estado el mismo día, se formuló la siguiente 
consulta: 
 

“¿Según el artículo 34 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas, las empresas 
Públicas pueden realizar procesos de contratación de Régimen Común para el 
cumplimiento de sus obligaciones contractuales adquiridas de forma 
individual mediante régimen especial?”. 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:  
 
1.1. A fin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 07755, de 
11 de julio de 2024, y No. 08047, de 31 julio de 2024, la Procuraduría General del 
Estado solicitó e insistió al Servicio Nacional del Contratación Pública (en adelante, 
“SERCOP”), que remita su criterio jurídico institucional sobre la materia objeto de la 
consulta. El requerimiento realizado por este organismo fue atendido, por el 
Coordinador General de Asesoría Jurídica del SERCOP, con oficio No. SERCOP-
CGAJ-2024-0201-OF, de 19 de agosto de 2024, ingresado en el correo institucional de 
este organismo el 22 de agosto de 2024. 

 
1.2. El informe jurídico de la Empresa Pública de Desarrollo y Construcciones del 
Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial de Napo en adelante, “EP 
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EMPRODECO”), con número GADPN-EP-EMPRODECO-CJ-2024-0006, de 12 de 
junio de 2024, citó, en lo principal, los artículos 226 y 315 de la Constitución de la 
República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 4, 10, 11 y 34 de la Ley Orgánica de 
Empresas Públicas2 (en adelante, “LOEP”); 47 y 110 del Código Orgánico 
Administrativo3 (en adelante, “COA”); 2 y 8 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional 
de Contratación Pública4 (en adelante, “LOSNCP”); 266 del Reglamento General 
LOSNCP5 (en adelante, “RGLOSNCP”); 406-03 Contratación y 408-02 Gestión 
delegada de las Normas de Control Interno 004-CG-20236; 1, 2, 3 y 16 de la Ordenanza 
de Creación, Organización y Funcionamiento de la EP- EMPRODECO7;y, 1, 2, 7, 9 y 
11 del Reglamento para la Contratación con Alianzas Estratégicas de la EP- 
EMPRODECO8 con base en los cuales efectúa el siguiente análisis jurídico: 

 
“CRITERIO JURÍDICO 
 
De lo antes citado, podemos denotar que la Empresa Pública de Desarrollo y 
Construcciones del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Napo, ha 
adquirido una obligación con el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal 
de Tena, para la ‘CONSTRUCCIÓN DEL ESTADIO EMBLEMÁTICO PARA LA 
PARROQUIA AHUANO, CANTÓN TENA, PROVINCIA NAPO’ el cual se realizó 
bajo la modalidad de régimen especial.  
 
Del INFORME TÉCNICO- DESCOMPOSICIÓN DE PROYECTO RE-CEP-
GADMTENA-2024-002 emitido por parte de la Arq. Marcela Alexandra Hato 
Llamuca, se observa que en la Descomposición del proyecto se menciona 
‘PROCESO DE RÉGIMEN COMÚN – COTIZACIÓN DE OBRA: 
‘CONSTRUCCIÓN DEL ESTADIO EMBLEMATICO PARA LA PARROQUIA 
AHUANO, CANTÓN TENA, PROVINCIA NAPO’, más sin embargo en las 
conclusiones y recomendaciones de dicho informe se estipula ‘se recomienda 
iniciar con el proceso de una Alianza Estratégica, para ejecutar el proyecto’. 
 
El artículo 122 del Código Orgánico Administrativo menciona que ‘El informe 
debe aportar elementos de opinión o juicio, para la formación de la voluntad 
administrativa’ El acto administrativo debe satisfacer todos los requisitos 
relativos al objeto, competencia, voluntad y forma, y deben producirse con 
arreglo a las normas que regulan el procedimiento administrativo, el vicio muy 

                                                
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 48 de 16 de octubre de 2009. 
3COA, Publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 7 de julio de 2017 
4LOSNCP, Publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 del 4 de agosto de 2008 
5RGLOSNCP, Publicada en el Segundo Suplemento de del Registro Oficial No. 87 del 20 de junio de 2022 
6Normas de Control Interno 004-CG-2023, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 257 de 27 de febrero de 2023 
7Ordenanza de Creación, Organización y Funcionamiento de la EP- EMPRODECO, publicada en el Suplemento del Registro 
Oficial 787 de 12 de septiembre de 2012 
8Reglamento Para la Contratación Con Alianzas Estratégicas De la EP- EMPRODECO 
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leve no afecta la validez del mismo, sin perjuicio de la responsabilidad del agente 
público. Por lo tanto, existe la necesidad de convalidar el informe técnico emitido 
por la Arq. Marcela Alexandra Haro Llamuca, o en su defecto aclararlo mediante 
un alcance al mismo.  
 
La naturaleza de las alianzas estratégicas es el acuerdo de voluntades en la que 
las partes buscan la realización de un objetivo específico, aportando cada uno 
desde sus facultades, cumpliendo con las normas legales vigentes, a esto hace 
alusión que los funcionarios deben estar actualizados de conocimiento. 
 
Sobre las reformas realizadas al artículo 2 numeral 8 de la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública se desprende que se prohíbe a las 
instituciones del sector público, empresas públicas o empresas constituidas con el 
50% de los recursos estatales, participen en la contratación interadministrativa 
en asociación o consorcio o a través de los mecanismos estipulados en los 
artículos 35 y 36 de la ley orgánica de empresas públicas, prohibición que se 
extiende a todas las fases del procedimiento de régimen especial bajo la 
modalidad de contratación interadministrativa.  
 
De acuerdo con el artículo 34 de la LOEP, las empresas públicas disponen de dos 
regímenes de contratación, uno común y otro especial. Respecto al régimen 
común, el numeral 2 de esas normas prevé que las contrataciones ‘de bienes, 
obras y servicios, incluidos los de consultoría, que realice las empresas públicas’ 
se sujetan a la LOSNCP y su reglamento, lo que guarda armonía con el objeto y 
ámbito de aplicación de la LOSNCP, establecido por su artículo 1.  
 
Por su parte, el numeral 3 del artículo 34 de la LOEP regula el régimen especial 
de contratación en las empresas públicas, aplicable para los casos en que éstas 
hubieren suscrito contratos o convenios tales como “alianzas estratégicas, 
asociación, consorcio y otros de naturaleza similar, esto es aquellos que 
instrumentan la capacidad asociativa de las empresas públicas a los que se 
refiere el artículo 35 ibídem, (…).  
 
Cabe agregar que, de acuerdo con el artículo 288 de la CRE, las compras 
públicas deben cumplir con ‘criterios de eficiencia, transparencia, calidad, 
responsabilidad ambiental y social (…)’, y que, entre los principios para la 
aplicación de la LOSNCP, previstos en su artículo 4, constan los de legalidad, 
igualdad y concurrencia, que tienen por finalidad permitir la mayor participación 
de proveedores en los procedimientos convocados para la celebración de los 
contratos sujetos a esa ley.  
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Adicionalmente, la Ley Orgánica para el Ahorro y la Monetización de Recursos 
Económicos para el Financiamiento de la Lucha contra la corrupción que 
sustituyó el numeral 8 del artículo 2 de la LOSNCP, que regula la contratación 
interadministrativa a la que se refiere la consulta, incluyó también el 
fortalecimiento de la transparencia y la integridad como uno de los objetivos del 
sistema nacional de contratación pública. 
 
La LOSNCP y su reglamento, al regular la contratación interadministrativa, no 
restringen la aplicación de ese régimen especial únicamente a la fase 
precontractual, sino que expresamente se refieren a los contratos resultantes a la 
contratación interadministrativa. 
 
En tal contexto, tanto el régimen común como el régimen especial están a 
disposición de la Empresa Pública de Desarrollo y Construcciones del Gobierno 
Autónomo Descentralizado Provincial de Napo para su correcta aplicación. 
 
RECOMENDACIÓN 
 
Al existir la resolución administrativa Nro. GADMT-A-2024-0215-R de 
adjudicación del proceso código RE-CEP-GADTENA-2024-002 para la 
‘CONSTRUCCIÓN DEL ESTADIO EMBLEMÁTICO PARA LA PARROQUIA 
AHUANO. CANTÓN TENA, PROVINCIA NAPO’ la Empresa Pública de 
Desarrollo y Construcciones del Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial 
de Napo está obligada a dar cumplimiento al objeto contractual establecido, por 
lo cual se recomienda cumplir con la correcta ejecución del proyecto, tomando en 
cuenta lo antes expuesto, de conformidad con la normativa legal vigente y su 
correcta aplicación”.  

 
1.3. Por su parte, el criterio jurídico del SERCOP, además de las normas señaladas por 
la entidad consultante, citó los artículos 82, 227, 288, 424, 425 de la CRE; 12, 17 de la 
LOSNCP; 35, 36 de la LOEP, de acuerdo con los cuales analizó y concluyó lo 
siguiente: 

 
“II. ANÁLISIS JURÍDICO APLICABLE (…) 
 
1. CONTRATACIONES EN LAS EMPRESAS PÚBLICAS:  
 
a) Régimen Común: (…) 
 
En este contexto, es necesario precisar que el número 2 del artículo 34 de la 
LOEP (RÉGIMEN 
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COMÚN), establece que las empresas públicas aplicarán a todas sus 
contrataciones de bienes, obras y servicios, incluidos los de consultoría, las 
disposiciones de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública, su Reglamento General y demás disposiciones administrativas 
aplicables (…) ( El resaltado y subrayado pertenece al texto original) 
 
b) Régimen Especial: (…) 
 
Es necesario aclarar que el régimen especial establecido en la LOEP, no se 
relaciona con los procedimientos de régimen especial prescritos en el artículo 2 
de la LOSNCP, siendo una atribución del gerente general de la empresa pública 
acorde al artículo 11 número 3 de la LOEP, el suscribir las alianzas 
estratégicas aprobadas por el directorio; por lo tanto, si en el contrato o 
convenio existe vacíos de manera supletoria se aplicará la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública. (…) 
 
III. PRONUNCIAMIENTO 
 
3.1. En respuesta a la consulta planteada, se concluye que el artículo 34 de la 
LOEP en su número 2 faculta a las empresas públicas a realizar sus 
contrataciones (de bienes, obras y servicios, incluidos los de consultoría) de 
RÉGIMEN COMÚN al amparo de la LOSNCP, su Reglamento General y 
demás disposiciones administrativas aplicables; y, en el número 3 del artículo 
en referencia, concerniente al RÉGIMEN ESPECIAL, es diáfano y claro al 
indicar que las empresas públicas al suscribir contratos o convenios tales como 
alianzas estratégicas, asociación, consorcios u otros de naturaleza similar, 
será dicho instrumento (convenio o contrato) el que establezca los 
procedimientos de contratación y su normativa aplicable. Única y 
exclusivamente en lo no previsto en el respectivo convenio o contrato, se estará 
a las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública. (El subrayado y resaltado pertenece al texto original). 
 

1.4. De lo expuesto se observa que los criterios jurídicos analizados concuerdan en 
considerar tanto el régimen común como el régimen especial están a disposición de las 
Empresas Públicas. Por su parte, el SERCOP precisa que en cuanto al régimen especial 
de la LOEP será dicho instrumento (convenio o contrato) el que establezca los 
procedimientos de contratación y su normativa aplicable. Única y exclusivamente en lo 
no previsto en el respectivo convenio o contrato, se estará a las disposiciones 
establecidas en la LOSNCP. 
 
2. Análisis. – 
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Para atender la consulta, el análisis considerará los siguientes puntos: i) Regímenes de 
contratación de las empresas públicas; ii) Régimen especial de contratación previsto por 
la LOSNCP y su reglamento; y, iii) Cesión y Subcontratación. 
 
2.1.  Regímenes de contratación de las empresas públicas. - 
 
Según el artículo 315 de la CRE, el Estado constituirá empresas públicas para “la 
gestión de sectores estratégicos, la prestación de servicios públicos, el 
aprovechamiento sustentable de recursos naturales o de bienes públicos y el desarrollo 
de otras actividades económicas”, las que estarán bajo la regulación y el control 
específico de los organismos pertinentes y funcionarán como sociedades de derecho 
público, con personalidad jurídica, autonomía financiera, económica, administrativa y 
de gestión, con altos parámetros de calidad y criterios empresariales, económicos, 
sociales y ambientales. Similar disposición contiene el artículo 4 de la LOEP.  
 
El artículo 5 de la LOEP establece las empresas públicas se constituirán mediante “acto 
normativo legalmente expedido por los gobiernos autónomos descentralizados”; y 
agrega que: “Las empresas públicas pueden ejercer sus actividades en el ámbito local, 
provincial, regional, nacional o internacional.” así como el “domicilio principal de la 
empresa estará en el lugar que se determine en su acto de creación y podrá 
establecerse agencias o unidades de negocio, dentro o fuera del país. 
 
De acuerdo con el artículo 34 de la LOEP, las empresas públicas disponen de dos 
regímenes de contratación, uno común y otro especial.  
 
Respecto del régimen común, el número 2 de esa norma prevé que las contrataciones 
“de bienes, obras y servicios, incluidos los de consultoría, que realicen las empresas 
públicas”, se sujetan a la LOSNCP y su reglamento. Por su parte, el número 3 del 
artículo 34 de la LOEP regula el régimen especial de contratación en las empresas 
públicas, aplicable para los casos en que estas hubieren suscrito contratos o convenios 
tales como: “alianzas estratégicas, asociación, consorcios u otros de naturaleza 
similar”, esto es, aquellos que instrumentan la capacidad asociativa de las empresas 
públicas a los que se refiere el artículo 35 ibídem9,  previendo que: “será el convenio 
asociativo o contrato el que establezca los procedimientos de contratación y su 
normativa aplicable”, agregando que: “En lo no previsto en el respectivo convenio o 

                                                
9 LOEP, Art. 35.- Capacidad asociativa.-.- Las empresas públicas tienen capacidad asociativa para el cumplimiento de sus fines y 
objetivos empresariales y en consecuencia para la celebración de los contratos que se requieran, para cuyo efecto podrán 
constituir cualquier tipo de asociación, alianzas estratégicas, sociedades de economía mixta con sectores públicos o privados en el 
ámbito nacional o internacional o del sector de la economía popular y solidaria, en el marco de las disposiciones del artículo 316 
de la Constitución de la República. (…)” 
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contrato, se estará a las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública”.  
 
De las normas citadas se observa que: i) los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
pueden constituir empresas públicas sometidas al régimen de la LOEP; ii) conforme la 
LOEP, las contrataciones que efectúen las empresas públicas se sujetan a dos regímenes 
jurídicos: el común y el especial; iii) para contratar, las empresas públicas se sujetan al 
régimen especial, según la LOEP, cuando suscriben contratos o convenios tales como 
alianzas estratégicas, asociaciones, consorcio u otros similares, conforme a su artículo 
35; iv) el régimen común de contratación de las empresas públicas se rige por la 
LOSNCP, para las contrataciones de bienes, obras y servicios, incluidos los de 
consultoría según su ámbito de aplicación. La LOSNCP establece un régimen especial 
de contrataciones interadministrativas, que se examinará en el siguiente acápite; y, v) el 
régimen especial de contratación en las empresas públicas, en los términos de la LOEP, 
se aplica para los casos en que estas, en ejercicio de su capacidad asociativa, hubieren 
suscrito alianzas estratégicas, asociaciones, consorcios u otros de naturaleza similar, que 
se rigen por el convenio asociativo o contrato, en el que se establecerá los 
procedimientos de contratación, siendo aplicable la LOSNCP únicamente en lo no 
previsto en aquellos.  
 
2.2. Régimen especial de contratación previsto por la LOSNCP y su reglamento. - 
 
El número 6 del artículo 6 de la LOSNCP define al contratista como: 
 

“(…) la persona natural o jurídica, nacional o extranjera, o asociación de éstas, 
contratada por las Entidades Contratantes para proveer bienes, ejecutar obras y 
prestar servicios, incluidos los de consultoría”. 

 
Por otra parte, para la celebración de los contratos sujetos al régimen especial, esto es, la 
ejecución de obras, la adquisición de bienes y la prestación de servicios, incluidos los de 
consultoría, el artículo 2 de la LOSNCP prevé la aplicación de este régimen para los 
contratos que celebren las entidades públicas entre sí, con empresas públicas, estas entre 
sí o con “empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo menos en el 50% a 
entidades de derecho público o sus subsidiarias; y las empresas entre sí” (Énfasis 
añadido).  Adicionalmente, los incisos tercero y cuarto del número 8 ibidem establecen 
que: 

 
“La contratación interadministrativa no será utilizada como mecanismo de 
evasión de los procedimientos previstos en esta Ley, o como mecanismo de 
intermediación; por lo que si se detecta, estas anomalías se presumirá la 
evasión o intermediación, y se aplicarán las sanciones que correspondan.   
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Las empresas públicas o empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo 
menos en cincuenta (50%) por ciento a entidades de derecho público o sus 
subsidiarias, podrán utilizar el régimen especial para contrataciones del giro 
específico del negocio; en cuanto al giro común se aplicará el régimen común 
previsto en esta Ley. La determinación de giro específico le corresponderá al 
Director General o la Directora del Servicio Nacional de Contratación 
Pública.”. 

 
Por su parte, los artículos 199 y 200 del RGLOSNCP desarrollan el régimen especial 
previsto en el número 8 del artículo 2 de la LOSNCP. Al respecto, el artículo 199 del 
RGLOSNCP, relacionado a la materia de la consulta, dispone que se sujetarán al 
procedimiento establecido en la Sección XI “Contratos entre Entidades Públicas o sus 
Subsidiarias”, exclusivamente las contrataciones que celebre “el Estado con entidades 
del sector público, éstas entre sí, o aquellas con empresas públicas nacionales o 
extranjeras, o empresas cuyo capital suscrito pertenezca por lo menos en el 50% a 
entidades de derecho público nacionales o de los Estados de la comunidad 
internacional, o las subsidiarias de estas; y las empresas entre sí”. Adicionalmente, 
señala que en dicho proceso el “contratista deberá contar con capacidad técnica y 
jurídica para ejecutar el objeto materia de la contratación”. 
 
En este contexto, el artículo 200 del RGLOSNCP únicamente establece el 
procedimiento para la fase precontractual10. 

 
Por lo tanto, podemos concluir que las contrataciones de régimen común de las 
empresas públicas, según la propia LOEP, se sujetan a la LOSNCP; y, en ese contexto, 
le es aplicable el régimen especial establecido por el número 8 del artículo 2 de la 
LOSNCP, que desarrollan los artículos 199 y 200 de su reglamento general. 
 
2.3.  Cesión y Subcontratación. - 
 
Adicionalmente, la LOSNCP en el Título IV “DE LOS CONTRATOS”. Capítulo I “DE 
LAS CAPACIDADES, INHABILIDADES O NULIDADES” artículo 60 prevé que “Los 
                                                
10 RGLOSNCP, Art. 200“Procedimiento.- (Sustituido por el Art. 6 num. 75 del D.E. 206, R.O. 524-3S, 22- III-2024).- Se observará el siguiente 
procedimiento para la fase precontractual:1. La máxima autoridad de la entidad contratante, o su delegado, emitirá una resolución en la que 
aprobará los pliegos, el cronograma del proceso y dispondrá el inicio del procedimiento; 2. La resolución de la entidad contratante se publicará en el 
Portal COMPRASPÚBLICAS, adjuntando la documentación descrita en el número anterior y la identificación de la entidad o empresa invitada, 
señalando el día y la hora en que fenece el plazo para la recepción de las ofertas; 3. Una vez publicada la resolución, la entidad contratante enviará 
invitación directa a la entidad o empresa seleccionada con toda la información que se publicó en el Portal COMPRASPÚBLICAS; 4. En el día y hora 
señalados para el efecto en la invitación, y dentro de un plazo que no podrá ser mayor a tres (3) días contados desde su publicación, se llevará a cabo 
una audiencia de preguntas y aclaraciones, de la cual se levantará un acta que será publicada en el Portal COMPRASPÚBLICAS; 5. En la fecha y 
hora señaladas para el efecto, a través del Portal COMPRASPÚBLICAS, se procederá a la recepción de la oferta, por parte de la entidad o empresa 
invitada: y, 6. La entidad contratante realizará la apertura de ofertas en la fecha y hora señalada en los pliegos, en la que se verificará que se 
encuentren todos los requisitos solicitados en los mismos. De existir errores convalidables, la entidad contratante podrá solicitar al oferente su 
convalidación; y.7. La máxima autoridad o su delegado, mediante resolución motivada adjudicará el contrato o declarará desierto el proceso, sin 
lugar a reclamo por parte del oferente invitado.”. 
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contratos a los que se refiere esta Ley celebrados por las Entidades Contratantes, son 
contratos administrativos”; y, en el Capítulo IV “DE LA CESIÓN Y 
SUBCONTRATACIÓN”, el artículo 78 establece la prohibición al contratista “de ceder 
los derechos y obligaciones emanados del contrato”. 
 
La consulta pretende determinar la procedencia jurídica de contratar, bajo régimen 
común, lo necesario para cumplir con un régimen especial previamente celebrado entre 
entidades públicas y/o empresas públicas, lo cual hace necesario referirse a la 
subcontratación normada en el artículo 79 de la LOSNCP en el siguiente tenor: 
 

“Art. 79.- Subcontratación. - El contratista podrá subcontratar la ejecución 
parcial del contrato con personas naturales o jurídicas registradas en el RUP, 
bajo su riesgo y responsabilidad.  
 
Tratándose de subcontratación de consultoría, ésta sólo podrá realizarse para 
las actividades que expresamente se establezcan en los pliegos y que conste en 
la oferta adjudicada.  
 
Las subcontrataciones no se las podrá realizar con personas inhabilitadas para 
contratar de acuerdo con esta Ley, ni podrán superar el treinta (30%) por 
ciento del monto del contrato reajustado.  
 
Por la subcontratación, el contratista no pierde su responsabilidad respecto a la 
obligación de cumplimiento del contrato para con la Entidad Contratante, la 
que no asume responsabilidad principal ni solidaria o subsidiaria con el 
subcontratado y con su personal.  
 
Las subcontrataciones que realicen las entidades previstas en el numeral 8 del 
artículo 2 de esta Ley en calidad de contratistas, observarán los procedimientos 
de selección previstos en esta Ley”. 

 
Como se puede apreciar, el artículo 79 de la LOSNCP es determinante al disponer que 
la entidad contratante no adquiere ningún tipo de responsabilidad con el subcontratado 
ni con su personal, ya que, como la misma disposición lo prevé, la subcontratación la 
realiza el contratista bajo su cuenta y riesgo. Es decir que, si bien el subcontratista 
participa en la ejecución del objeto del contrato, este no es parte del contrato suscrito 
con la entidad pública contratante; y, las obligaciones que existan entre el contratista y 
su subcontratista, proveedores, trabajadores y otros son ajenas a la entidad contratante. 
 
Como consecuencia de lo anterior, cualquier obligación que tenga el contratista respecto 
de su subcontratista, no implica la existencia de una obligación entre la entidad 
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contratante y el subcontratista, estando además prohibida para el contratista la cesión de 
los derechos y obligaciones emanados de los contratos regulados por la LOSNCP, 
conforme el artículo 78 de la LOSNCP. 
 
Así, las subcontrataciones que realicen las entidades previstas en el numeral 8 del 
artículo 2 de la LOSNCP en calidad de contratistas, observarán los procedimientos de 
selección previstos en la misma LOSNCP. 
 
Respecto de la subcontratación, el artículo 266 del Reglamento General a la LOSNCP 
señala lo siguiente: 
 

“Art. 266.- Subcontratación. - Se entenderá por subcontratación a la práctica 
contractual en virtud de la cual el contratista, encarga a otro, llamado 
subcontratista, la realización de una parte del objeto del contrato, previa 
autorización de la entidad contratante. 
 
Conforme al artículo 79 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública, el contratista podrá subcontratar con terceros, 
registrados y habilitados en el Registro Único de Proveedores, RUP, parte de 
sus prestaciones, siempre y cuando la entidad contratante apruebe por escrito 
previamente la subcontratación hasta un porcentaje no mayor al 30% 
debidamente justificado. Con excepción de los contratos de consultoría que 
prevean la ejecución de servicios de apoyo que no puedan ser provistos de 
manera directa por el consultor, en los cuales se podrán subcontratar, según los 
porcentajes previstos en la negociación, sin que exista límite para ello. 
 
La aprobación será efectuada por la máxima autoridad o su delegado, previo 
informe del administrador del contrato, salvo los casos de licitación o 
cotización de obras, en los cuales el administrador será el responsable de 
vigilar el cumplimiento de las obligaciones contractuales adquiridas. En el 
caso de contratistas extranjeros, éstos se comprometerán a brindar capacitación 
y transferencia de tecnología a los subcontratistas nacionales. 
 
Es obligación de las entidades contratantes verificar que en la subcontratación, 
no se incurra en la prohibición establecida en el primer inciso de la Disposición 
General Segunda de la Ley. 
 
No se considera subcontratación, la adquisición o arrendamiento de la materia 
prima, materiales, insumos o medios indispensables que sean necesarios para el 
desarrollo de las actividades propias del contratista para cumplir con el objeto 
del contrato, en consideración a que la provisión de materiales para la 
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ejecución del contrato no implica la participación directa del tercero en la 
ejecución de las prestaciones contraídas por el contratista frente a la entidad 
contratante” (Énfasis añadido).   

 
De lo citado se desprende que: i) las subcontrataciones que realicen las entidades 
previstas en el número 8 del artículo 2 de la LOSNCP en calidad de contratistas 
observarán los procedimientos de selección previstos en la misma LOSNCP; ii) la 
subcontratación se puede realizar previa autorización de la entidad contratante, así el 
contratista mantiene responsabilidad frente a la contratante; iii) es obligación de las 
entidades contratantes verificar que en la subcontratación no se incurra en prohibiciones 
establecidas en el ordenamiento jurídico y en particular la contenida en el primer inciso 
de la Disposición General Segunda de la LOSNCP. 
 
3. Pronunciamiento.  
 
En atención a los términos de la consulta, se concluye que, de conformidad con el 
artículo 34 de la LOEP, las empresas públicas al suscribir contratos o convenios como 
alianzas estratégicas, asociaciones, consorcios u otros de naturaleza similar, se regirán 
por el respectivo instrumento (convenio o contrato) mismo que establecerá los 
procedimientos de contratación y la normativa aplicable. El régimen común establecido 
en la LOSNCP será aplicable únicamente en aquellos aspectos no previstos en dichos 
contratos. Asimismo, para el cumplimiento de las obligaciones contractuales asumidas 
de manera individual bajo un régimen especial se requiere la autorización previa de la 
entidad contratante, de acuerdo con lo establecido en los artículos 2, número 8, 79 de la 
LOSNCP y 266 del RGLOSNCP. 
 
El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicación general de normas 
jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a 
casos institucionales específicos. 

 
Atentamente 
 
 
 
Rodrigo Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
C.C.  Ing. Deborah Cristine Jones Faggioni 
 Directora General del Servicio Nacional de Contratación Pública, SERCOP 
 

Firmado electrónicamente por:

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
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